Comisión de Presupuestos, Versión Taquigráfica que forma 
integrada con la de Hacienda parte del Acta N? 115 


RENDICIÓN DE CUENTAS Y BALANCE DE EJECUCIÓN 
PRESUPUESTAL 
EJERCICIO 2007 


Reunión celebrada el día 1” de julio de 2008 


SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 9 y 15) 


Esta Comisión tiene mucho gusto en dar la bienvenida al Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia, doctor Jorge Ruibal, al Director General del Poder Judicial, doctor Elbio Méndez Areco y a la 
Directora de Planeamiento y Presupuesto del Poder Judicial, contadora Luz Marina Gonnet, quienes 
se referirán al Mensaje del Inciso 16, Poder Judicial con relación al proyecto de Rendición de Cuentas 
del organismo. 


SEÑOR RUIBAL.- Nuestra exposición, presentando el proyecto de Rendición de Cuentas del Poder 
Judicial, va a contar de tres partes. La primera la va a encarar quien habla, presentando lo que el 
Poder Judicial prioriza en esta Rendición de Cuentas. Luego el doctor Méndez va a exponer sobre el 
proyecto jurisdiccional, que es de gestión y, finalmente, la contadora Gonnet va a tratar un tema de 
reestructura que sé resulta muy sensible a los legisladores. 


En principio, queremos hacer un poco de historia -no los voy a agobiar con más de diez o quince minutos 
con respecto a los compromisos asumidos por el Poder Judicial en el Presupuesto 2005-2009. El Poder 
Judicial se había comprometido a abreviar los procesos, a adecuar los recursos humanos a las necesidades de 
servicio y a mejorar la gestión de las oficinas. Todos sabemos que en 2006 se crearon Juzgados en el interior, 
a los que se ha dado determinada importancia porque el trabajo allí ha crecido mucho. Así, en 2006 se 
crearon Juzgados en Bella Unión, Young, Dolores, Paso de los Toros, Chuy, Río Branco y Treinta y Tres. 
Como pueden ver en la presentación en Power Point, en 2007 se han creado Juzgados en San Carlos, Las 
Piedras, Canelones, Artigas, Rivera, y en Montevideo el Juzgado de 3er. Turno de lo Contencioso 
Administrativo. 


También queremos hacer mención a los porcentajes de participación del Poder Judicial en el Presupuesto del 
Gobierno central en el pasado. El año pasado el porcentaje del presupuesto respecto al producto bruto interno 
era de un 0,32% y si hacemos una comparación de los años de precrisis tenemos que, por ejemplo, el total de 
la incidencia del presupuesto del Poder Judicial en 2000 era de 1,44% y en 2001 era de 1,49%. En 2007, en 
lugar de haber aumentado, esa incidencia ha disminuido, llegando a un 1,22%. Sin embargo, en estos tres 
últimos años Y 2005, 2006 y 2007%4, hemos aumentado la ejecución presupuestal, llegando casi al 97%. 


Respecto a lo que prioriza el Poder Judicial en esta Rendición, podemos decir lo siguiente. En primer lugar, 
el único artículo recogido por el Poder Ejecutivo en su presentación es el financiamiento de la Cumbre 
Judicial. El Poder Judicial del Uruguay ha sido designado sede de la XV Cumbre Judicial de Presidentes de 
Supremas Cortes y es interés del Gobierno nacional que se realice en nuestro país. En su momento 
planteamos cuáles eran las necesidades de financiamiento y, en principio, el Poder Ejecutivo descendió el 
monto -que considerábamos mínimo% de $ 3:300.000 de nuestra propuesta a $ 2:100.000, lo que está por 
debajo del mínimo necesario para financiar este evento en el año 2010. 


También queremos priorizar la creación de Tribunales y Juzgados; no nos referimos solo a los cargos de 
Ministro de Tribunal y de Jueces sino a todo el personal necesario. Siempre que se han creado solo los 
cargos, el Poder Judicial ha tenido problemas para organizar esas oficinas debido a la carencia de recursos 
para técnicos y funcionarios. En este caso, en la Rendición de Cuentas se incluye el costeo de todos los 
cargos necesarios para las oficinas cuya creación se solicita. 


En esta materia vamos a insistir con el Tribunal de Apelaciones de Trabajo que, como se ve en la gráfica, en 
el año 2007 ha dictado un promedio de 560 sentencias, número exagerado para un tribunal. Por otra parte, en 
el renglón de abajo se aprecia que se ha hecho un esfuerzo importante para disminuir la duración de los 
procesos, llegando a cinco meses y tres días. Lo mismo ocurre con el Tribunal de Apelaciones en lo Penal 
que vemos en la figura de abajo. Los Tribunales de Apelaciones en lo Penal son los únicos en que ha 
aumentado el trabajo sensiblemente, más de un 10%. 


También tenemos la creación de los Juzgados de 1* Instancia que, a nuestro juicio, han sido consensuados 
con el Poder Ejecutivo y con el Poder Legislativo. En principio tenemos los Juzgados Letrados en materia 
penal especializados en crimen organizado, que han surgido de una reunión con la Junta Nacional de Drogas, 
el Poder Legislativo y representantes del Ministerio de Economía y Finanzas; allí se llegó a la conclusión de 
que era necesaria la creación de tres cargos y oficinas destinadas al crimen organizado, conjuntamente con 
tres Fiscalías que se dediquen a esa materia. Está pronto el proyecto de ley sobre el cual van a empezar a 
trabajar esos juzgados, en el caso de que el Parlamento decida su creación y, además, el costeo de todos los 
funcionarios. También se ha pedido la creación de cinco Juzgados de Trabajo, que se van a ocupar de las 
pequeñas causas laborales, que son en realidad las que más interesan a una cantidad mayor de trabajadores 
porque son de pequeño monto. Esto también está consensuado con el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, de modo que esperamos que tenga una respuesta en el Presupuesto Nacional. 


Asimismo, pedimos la creación de dos Juzgados de Familia Especializados en violencia doméstica. Este es 
un clamor que ha sido recogido en el Parlamento y deriva de una reunión entre los diversos Poderes del 
Estado, que estableció que hay necesidad de crear Juzgados en materia de violencia doméstica. Insisto, como 
no alcanza con la creación del cargo de Juez, en la Rendición de Cuentas se presenta un costeo de técnicos y 
funcionarios para este tipo de Juzgados. 


Con respecto a los Juzgados Especializados en materia penal, en crimen organizado, quiero decir que estamos 
buscando un lugar para que trabajen. Como ustedes comprenderán, deben tener un lugar especial, separado 
de los demás Juzgados Penales. El Presidente de la Junta Nacional de Drogas nos ha prometido buscar un 
local para habilitar el trabajo de los Juzgados Especializados y de las Fiscalías. 


SEÑOR MÉNDEZ ARECO.- Como anunciaba el señor Presidente de la Suprema Corte de Justicia, 
haremos una presentación lo más breve posible, pero aportaremos algunos datos que creemos 
importantes acerca de dos grandes proyectos de los muchos que tiene a cargo el Poder Judicial. Uno 
refiere al proyecto jurisdiccional, que voy a explicar más adelante, y el otro, a los proyectos edilicios 
más importantes que está llevando adelante en este momento. 


Es importante distinguir el proyecto jurisdiccional del que está desarrollando el futuro sistema de gestión del 
Poder Judicial. ¿Por qué razón? Porque el que desarrolla el sistema de gestión se realiza a partir de 
endeudamiento externo; es decir, un préstamo con fondos del BID, que no tiene nada que ver con este. Por 
eso, quiero que quede claro que el proyecto jurisdiccional es la otra pata imprescindible para que el desarrollo 
del sistema de gestión, que está llevando adelante el proyecto que realiza esa tarea con fondos del BID, llegue 
a buen puerto, porque necesita una plataforma sobre la cual correr. El otro se trata fundamentalmente del 
sistema de gestión, el software. El Poder Judicial tenía un equipo informático muy viejo, que había superado 
con creces su vida útil y era necesario sustituirlo y llegar con equipamiento a las oficinas que aún no estaban 
informatizadas. Ese es el proyecto jurisdiccional del que quiero aportar algunos datos. Asimismo, este se 
realiza con una inversión que llega a US$ 2:900.000, que implica fundamentalmente el cambio de 
equipamiento, la constitución de la red nacional judicial. Esto va a permitir que un Poder Judicial en red, 
trabajando centralizado a Montevideo, realice economías que le permitan sustentar el mismo proyecto -como 
señalaba, ese dinero proviene de los créditos presupuestales del Poder Judicial- y para hacerlo, algunas 
fuentes de financiación partían de que pudiéramos dar de baja a las empresas que prestaban servicios al Poder 
Judicial en lo local, en cada una de las ciudades del interior de la República donde había equipos 
informáticos. Se trata de una estructura web centralizada, que se atiende desde Montevideo y nos ha 


permitido dar de baja a las empresas locales. Esa es una de las economías. La otra gran economía era que al 
constituir una red nacional judicial que trasmite, no solo datos sino también voz, pudiéramos bajar el costo en 
llamadas telefónicas. Esa era otra fuente de financiación, porque la red a su vez implica un aumento de costos 
con ANTEL por los enlaces y demás. Por lo tanto, con una fuente financiábamos la otra, parte de un convenio 
que se firma con ANTEL, por el cual el organismo atiende nuestros requerimientos para los enlaces, a 
cambio de que el Poder Judicial no disminuya el gasto que tenía con él. Lo cambiamos; en vez de llamadas, 
los enlaces; ANTEL no pierde el ingreso de su cliente Poder Judicial y este utiliza mejor sus recursos. 
Queríamos destacar este proyecto porque es el que va a posibilitar que el sistema de gestión que se desarrolla 
con endeudamiento externo tenga una plataforma sobre la cual correr. Además, se está llegando con 
informatización hasta los Juzgados de Paz departamentales del interior de la República. De esta manera, al 
final del proyecto tendremos un Poder Judicial casi totalmente informatizado. En esta primera etapa quedarán 
sin informatizar los Juzgados de inferior categoría a Juzgados de Paz departamentales. 


El estar en red ha permitido la famosa consulta remota de expedientes, que ha sido muy bien recibida, en 
especial por los estudios jurídicos y también por otros operadores del derecho. A modo de ejemplo, podemos 
ver datos de consultas realizadas en 2007, las que ascendieron a un total de 1:800.000, con un promedio 
diario de 9.500. Hoy, como consecuencia del proyecto jurisdiccional, hay 1.724 usuarios integrados, 593 
puestos de trabajo, y 168 sedes judiciales con equipo renovado y conectadas a la red. 


En la siguiente imagen se aprecia un detalle de las oficinas que están integradas a la red en Montevideo, así 
como departamentos y ciudades del interior que también lo están, con la cantidad de oficinas respectivas. 
Esto, por supuesto, está en permanente evolución porque se sigue trabajando en este proyecto que culminará, 
como se anunciaba, al finalizar el quinquenio. 


Además del proyecto jurisdiccional, del que dimos una muy somera visión, los otros tres grandes proyectos 
desde el punto de vista de la inversión que está realizando el Poder Judicial son edilicios. Uno de ellos es el 
Palacio de Tribunales, en el ex Edificio ONDA, de Plaza Cagancha, que está prácticamente culminado: fue 
inaugurado parcialmente en diciembre del año pasado y muy pronto comenzarán a instalarse allí más oficinas 
judiciales. El otro es el Centro de Justicia de Familia, que funcionará en el edificio de la ex DGI, en Rondeau 
y Valparaíso, y el Centro de Justicia Penal. Quiero señalar que estos proyectos son posibles, no solo por la 
asignación presupuestal de US$ 7:000.000 en este quinquenio, sino que, a su vez, esta cifra es posible 
asignarla al Poder Judicial como consecuencia de la negociación que realiza con el Poder Ejecutivo, a 
instancias de este, por el ex Palacio de Justicia de Plaza Independencia. O sea que el Poder Judicial cede el 
edificio de Plaza Independencia y, a cambio, se le otorgan esos US$ 7:000.000 en el presupuesto. Lo que 
estamos informando aquí es cómo se ha venido invirtiendo esa suma en los proyectos edilicios que era el 
destino que el legislador previó en su momento para el producido de la cesión del Palacio de Justicia. 


Señalaba que el edificio de la ONDA fue inaugurado parcialmente y, a partir de agosto y setiembre de este 
año, comenzarán a mudarse en número importante las oficinas que van a tener su sede allí, que son todos los 
Juzgados Letrados de Primera Instancia en lo Civil y todos los Tribunales de Apelación, excepto los 
Tribunales en materia penal. 


El otro proyecto importante que está avanzando a paso bastante firme es el que tiene que ver con la 
remodelación y adecuación del ex edificio de la DGI. Los legisladores conocen que contiguo a él y también 
en lo que era propiedad de la DGI funcionan hoy los Juzgados de Familia especializados en violencia 
doméstica. El cuerpo más antiguo de edificios que es el que está en la ochava de Rondeau y Valparaíso es el 
que se está reacondicionando y alojará a casi la totalidad de la Justicia de Familia. Lamentablemente, no 
puede incluirse la totalidad de Juzgados Letrados de Familia en ese edificio, pero estará la mayoría, y 
ubicaremos al resto en un entorno cercano. De esta forma, el Poder Judicial está concentrando la Justicia por 
materia en Montevideo con lo cual logramos una comodidad para el usuario y, por supuesto, lo que se llaman 
economías a escalas para el Poder Judicial, evitando la dispersión de sedes. 


En la siguiente pantalla vemos muestras de cómo va evolucionando la reforma del ex edificio de DGI. 


Ahora llegamos a lo que será el futuro Centro de Justicia Penal que está en el entorno de las manzanas de 
Bartolomé Mitre, Buenos Aires, Reconquista, donde ya hoy funcionan oficinas judiciales. Hoy es la sede de 
los Juzgados de Menores de tres turnos de la Justicia Penal, del Instituto Técnico Forense, del Centro de 
Instrucción Criminal. En ese mismo edificio, con alguna pequeña ampliación en su entorno, en un padrón que 
ya era del Poder Judicial y por el cual estábamos pagando una deuda que se mantenía con el Banco de la 


República, que ya fue cancelada, y con la adquisición de otro padrón que también se hace a partir de créditos 
presupuestales del Poder Judicial, se va a conformar la sede de ese Centro de Justicia Penal que permitirá dar 
las comodidades para el funcionamiento adecuado en una materia tan sensible como esa. Hoy por hoy, como 
allí funciona el CIC, el ingreso de vehículos policiales y demás está previsto. Pero ahora, al centralizar, va a 
permitir que exista mínimamente el desplazamiento que se da hoy hacia los Juzgados con sede en la calle 
Misiones. La centralización nos va a permitir atender de manera más funcional todo el sistema y, asimismo, 
generar las mismas economías a escala que señalábamos. 


Sin perjuicio de quedar a disposición de los señores legisladores para ampliar cualquier concepto de esta 
presentación, muy sintética, sobre los principales proyectos de inversión, cedería la palabra a la contadora 
Gonnet para finalizar la exposición. 


SEÑORA GONNET.- En las pantallas vamos a ir viendo un resumen de lo que fue el trabajo que se 
hizo en los primeros seis meses del año 2006, porque luego de aprobada la Ley de Presupuesto 
N*_17.930, por los artículos 388 y 389 se asignó al Poder Judicial un incremento del crédito 
presupuestal que estaba vigente a fines de 2005, de un 33%. Ese 33% sobre los créditos presupuestales 
de lo que son los Servicios Personales, Grupo 0, es otorgado en etapas desde el año 2006 a 2009 y 
fueron asignados en casos del Escalafón I, Magistrados y cargos de particular confianza, para la 
creación de una retribución complementaria por incompatibilidad absoluta que tienen en el 
desempeño de ese cargo y, en el caso de los demás escalafones, para hacer una reestructura 
escalafonaria, pretendida desde hace muchos años en el Poder Judicial para recomponer y estimular la 
carrera funcional. Se trabajó en una Comisión con participación de las asociaciones gremiales y, 
finalmente, la Suprema Corte de Justicia, en junio del año 2006, aprobó esa reestructura en la cual se 
cumplió con el objetivo que era crear una nueva escala salarial en la que se racionalizaron los distintos 
conceptos que integran el sueldo de los funcionarios de los escalafones no magistrados. Antes de la 
reestructura, el sueldo de un funcionario que apenas alcanzaba a unos $ 8.000 estaba compuesto hasta 
por más de veinte conceptos. Eso hacía muy difícil comprender cómo se liquidaba y, al mismo tiempo, 
hacía muy difícil el trabajo de liquidación y control. O sea que la racionalización de la escala también 
facilitó muchísimo la comprensión de cómo se llega al salario final del funcionario judicial. 


En la siguiente imagen van a ver que el trabajo que se hizo antes fue analizar cuál era el costo por escalafón 
en el total del Grupo 0. Allí tenemos una composición que, por ejemplo, muestra que el escalafón profesional 
tiene aproximadamente un 18,23%, el escalafón administrativo un 34% y el escalafón de magistrados casi un 
25%. Estoy mencionando los escalafones que tienen más peso en el total del Grupo 0. ¿Por qué tienen más 
peso? En algunos casos, por las retribuciones que comprenden a esos escalafones y, en otros, por la cantidad 
de funcionarios. En este momento el Poder Judicial tiene aproximadamente cuatro mil cuatrocientos 
funcionarios. Esta reestructura tuvo que costearse para el total de esos funcionarios. De estos alrededor de 
cuatro mil cuatrocientos funcionarios, dos mil doscientos cincuenta son del escalafón administrativo. Esto 
demuestra el peso que tiene este escalafón en el total del Grupo 0. 


También hay una cantidad importante en el escalafón profesional. Pueden ver que allí hay una separación con 
el escalafón de equiparados porque hay sueldos que estaban con unas retribuciones equiparadas a 
magistrados y otras que no. Todo eso fue reestructurado. 


En esta siguiente pantalla vemos cómo se distribuyó esa partida. Las partidas que recibimos por reestructura 
representa un 75% del total del 33% que vamos a recibir en el quinquenio, porque el 25% restante se destina 
a la retribución que mencioné anteriormente, de incompatibilidad absoluta para el Escalafón I y algunos 
pocos cargos que hay de particular confianza. 


Entonces, esa masa salarial de $ 243:000.000 fue distribuida porcentualmente para reestructurar la escala y 
lograr condensar en un sueldo base único más de diez conceptos. Quiere decir que simplificamos en gran 
medida la escala salarial. 


Por otro lado, se recompuso la carrera funcional porque se trató de dar una mejora salarial más importante a 
los grados que son de ascenso, tanto en los escalafones administrativos como en el Escalafón Profesional. El 
peso que tuvo el total de la reestructura fue de un 57% en el escalafón administrativo; ustedes vieron que 
antes de la reestructura, el Escalafón V insumía un 34%. Sin embargo, en la reestructura, ese escalafón llevó 
casi un 58% y, en el caso del Escalafón Profesional, un 26%. El escalafón R y el Escalafón VII tienen una 


participación menor y ello tiene una explicación y es que el Escalafón R es nuevo, creado por la Ley de 
Presupuesto quinquenal vigente desde el año 2001. 


Por ser un escalafón nuevo, fue definido con un sueldo base y una sola compensación; por lo tanto, no 
presentaba los problemas que se tenía en los demás escalafones. Quiere decir que este escalafón no ingresó 
en esta reestructura porque su sueldo base ya es superior al que se definió para los demás escalafones, por lo 
que no era posible reestructurarlo. Lo mismo sucedió con el escalafón de la Defensa Pública, que tiene sus 
retribuciones equiparadas a magistrados y sus sueldos bases son muy superiores a los que fueron definidos en 
los Escalafones que van del II al VI. Esa es la explicación de por qué en la distribución de esa masa salarial 
de $ 243:000.000 aparece el Escalafón R con un 0% y el de Defensa Pública con un 0,3%. Ese pequeño 
margen que aparece en Defensa Pública refiere a que algunos cargos de este escalafón no estén equiparados, 
por lo que esos sí fueron reestructurados. 


En la siguiente imagen se pueden ver los cargos más representativos de la estructura de funcionamiento 
jurisdiccional. Se parte desde el grado de ingreso de las escalas, que es el cargo de Auxiliar, y se continúa con 
los Administrativos -que están tanto en oficinas jurisdiccionales como en los servicios de apoyo-, los Jefes de 
Sección, los Intendentes de los edificios, el Alguacil -que es el cargo de mayor jerarquía en la parte 
administrativa de los Juzgados- y los Actuarios; cabe mencionar que en los Juzgados Letrados tenemos a los 
Actuarios Titulares y a los Actuarios Adjuntos. Asimismo, allí figuran, como cargos representativos, los 
Subdirectores de Departamento Profesional, los Directores de Departamento, los Inspectores, los Secretarios 
de Tribunales -que ejercen la función de Actuarios en los Tribunales de Apelaciones- y el cargo de mayor 
jerarquía, que es el Director General del Instituto Técnico Forense. El Director General del Instituto Técnico 
Forense tiene a su cargo más de doscientos funcionarios; me refiero a los peritos que desempeñan funciones 
en todo el país, entre los que se encuentran médicos, asistentes sociales y psicólogos. 


Si los señores Diputados observan la columna que muestra el incremento salarial por reestructura, advertirán 
que los mayores incrementos están concentrados en los cargos de Alguacil, Intendente, Jefes de Sección y en 
el cargo superior de administrativos, que es el Administrativo l; estamos hablando de incrementos del 65%, 
50% y 43%. Los demás están en el entorno del 25% y 28%. Estos incrementos aún no se han efectivizado en 
la liquidación porque, como expliqué al principio, el 33% de incremento del crédito se obtiene al cabo del 
quinquenio, en el año 2009. Hasta ahora, el Poder Judicial -en estos tres años- ha recibido un 6% anual, lo 
que multiplicado da un total de aproximadamente 19%. Eso es lo que se está percibiendo actualmente en la 
escala. Estos incrementos se van a obtener a partir del 1” de enero de 2009. Para aplicarlo en los demás años 
se hizo una proporción del incremento del crédito con respecto al incremento que obtenía cada cargo. Se trató 
de un trabajo técnico bastante complicado y difícil de aplicar, porque hasta que lleguemos al año 2009 cada 
funcionario percibirá un sueldo diferente. Esto se debe a los distintos coeficientes que se aplicaron. Cuando 
lleguemos al año 2009 cada grado, sin importar el escalafón, percibirá el mismo sueldo. La diferencia entre 
los cargos se dará por las compensaciones que reciben los funcionarios. Debemos destacar que hay 
compensaciones asociadas con la función y otras con el cargo; eso es lo que marca las diferencias salariales. 
Estos incrementos están calculados con el sueldo final. 


En la siguiente imagen se puede apreciar una solicitud que está presentada en el proyecto de la Suprema 
Corte de Justicia y que figura en el artículo 17. La Suprema Corte de Justicia tomó parte de una solicitud de 
la asociación de funcionarios y está proponiendo reestructurar en los tres grados inferiores la porcentualidad 
de esa nueva escala salarial. La porcentualidad está establecida como un porcentaje del sueldo del 
Subdirector General de los Servicios Administrativos, que es un cargo de confianza. Se está tomando la 
porcentualidad a partir de ese sueldo base, lo que lleva a porcentajes que van desde el 36% al 88% en la 
pirámide. La Suprema Corte de Justicia, atendiendo esta solicitud, pretende incrementar el sueldo de un 36% 
a un 40% en el primer grado de ingreso y del 42% al 45% en el tercer nivel de la porcentualidad. Si bien solo 
se están incrementando los tres grados inferiores, esto no desequilibra la nueva escala salarial ni desestimula 
la carrera funcional; simplemente contempla los grados inferiores que no recibieron en la reestructura que se 
aprobó en el año 2006 la totalidad del 33%, sino aproximadamente un 27%. 


SEÑOR RUIBAL.- De esta manera, ha quedado terminada la presentación y estamos a vuestras 
órdenes para responder las preguntas que se crean necesarias sobre este proyecto de Rendición de 
Cuentas. 


SEÑOR ASTI.- Quisiera hacer algunas consultas sobre la presentación que acaban de hacer el 
Presidente de la Suprema Corte de Justicia y los asesores que intervinieron. 


Voy a referirme al último tema mencionado, a la reestructura de las asignaciones, establecidas en la Ley de 
Presupuesto N* 17.930. Me refiero al 33% que se dispuso para dedicación exclusiva como para reestructura, 
que se otorgó al inicio de esta Administración. 


La contadora Gonnet dijo, como muy bien establece la Ley_N* 17.930, que esas partidas se iban asignando 
con un mínimo de un 6%. Se nos aclaró que ese porcentaje fue el que se otorgó cada año. Por lo tanto, según 
mis cálculos, el aumento para el año 2009 sería de un 12%. 


SEÑORA GONNET.- Exactamente. 


SEÑOR ASTI.- Entonces, queda claro que el 1? de enero de 2009 se deberán incrementar en un 12% 
los rubros que preveía el Presupuesto 2005-2010. 


También quisiera consultar respecto a la partida que se otorgó a través del artículo 386 de la Ley N* 17.930. 
Se trata de una partida creciente que se debía distribuir por parte de la Suprema Corte de Justicia entre los 
diversos programas. Quisiera saber cómo se está utilizando esa partida este año y cuál será la previsión para 
el año adicional. Estamos hablando de una partida que a valores de enero de 2005 es de $ 68:000.000 para el 
año 2009, y de $ 46:000.000 para el año 2008. Por lo tanto, quisiera saber cuál es el destino de esas partidas. 


Luego de que se me respondan estas preguntas, voy a referirme a un tema que mencionó el señor Presidente 
de la Suprema Corte de Justicia. 


SEÑORA GONNET.- ¿La pregunta es sobre la partida prevista en el artículo 390? 
SEÑOR ASTI.- No; me refiero al artículo 386. 


SEÑORA GONNET.- Estas partidas fueron asignadas para gastos de funcionamiento y lo que han 
hecho es financiar el incremento que hemos tenido en este rubro, por aplicación de las nuevas 
inversiones informáticas y edilicias. El presupuesto vigente para el año 2005 era totalmente deficitario 
en materia de gastos de funcionamiento. De hecho, se debían hacer traspasos de partidas de 
inversiones a gastos de funcionamiento para poder solventar un servicio mínimo a nivel de todo el país. 
Estas partidas, que tienen un incremento aproximado del 8% anual, están destinadas totalmente a 
gastos de funcionamiento. 


SEÑOR ASTI.- Voy a referirme a una apreciación del señor Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia con respecto a la creación de Juzgados especiales -cuestión incluida en el Mensaje del Poder 
Judicial- para combatir algo preocupante a nivel internacional como el delito organizado. 


El señor Presidente decía -y nosotros lo compartimos- que hubo reuniones -en las que participamos algunos 
legisladores integrantes de la Comisión creada en esta Cámara para analizar la lucha del delito organizado y 
de otros delitos complejos- en las que se previó el envío de un proyecto de ley con la tipificación de esta 
materia y el análisis detallado acerca de cómo colaborar para combatir este tipo de delitos. La estrategia que 
se fijó de común acuerdo en ese grupo fue que los temas de carácter presupuestal debían venir incluidos en 
esta Rendición de Cuentas, por la limitación constitucional que determina que deben ser aprobados antes del 
25 de octubre de este año, a fin de no violentar la norma constitucional que impide aumentos y creación de 
cargos en el año anterior a las elecciones nacionales. 


El Poder Judicial, de alguna manera, cumplió con ese objetivo, enviando el proyecto correspondiente para la 
creación de tres Juzgados especializados en esta materia. Sin embargo, el Poder Ejecutivo no ha enviado el 
espejo para la creación de las Fiscalías y tampoco tuvimos conocimiento del proyecto definitivo que trata 
todo este tema. Como nosotros entendemos muy importante abordar esta cuestión, en lo personal, estaría 
planteando desglosar el artículo del Mensaje del Poder Judicial que crea estos Juzgados especiales y su 
dotación, para que pueda ser tratado junto con el proyecto de ley que enviará el Poder Ejecutivo incluyendo 


toda la temática y especificando la materia sobre la que tendrán competencia estos Juzgados especializados y 
las Fiscalías correspondientes, sin perder de vista lo que nos envía el Poder Judicial en este Mensaje de 
Rendición de Cuentas. Lamentablemente, no dio el tiempo para coordinarlo con el Poder Ejecutivo, ni para 
definir en el ámbito parlamentario la materia sobre la que se especializarán estos Juzgados y sus Fiscalías. 


SEÑOR GANDINI.- Ya tratamos ayer este tema con el Ministerio de Educación y Cultura. Les 
preguntamos sobre este asunto y se nos dijo que efectivamente no habían enviado -ni tenían la 
decisión- la creación de las Fiscalías para estos Juzgados especiales. 


De todos modos, no entiendo la propuesta del señor Diputado Asti. Si nosotros desglosamos y no votamos 
estos artículos del Poder Judicial nos quedamos sin nada. ¿O acaso se piensa votar normas presupuestales en 
una ley que no es de Presupuesto? Por lo menos, demos los recursos a uno de los organismos y veamos 
después la creación de las Fiscalías, si es que el Poder Ejecutivo nos remite iniciativa en la materia. Pero aquí 
tenemos iniciativa del Poder que corresponde. No sé por qué vamos a desglosar estos artículos y en vez de 
quedarnos con una parte, nos quedamos sin nada, confiando que antes del próximo 25 de octubre vamos a 
votar una ley en ambas Cámaras que contemple todo, inclusive partidas presupuestales para dotar de recursos 
a estos Juzgados. 


No entiendo bien qué se nos propone. Parece que la idea es quedarnos sin nada y no aprobar lo que nos 
propone un Poder del Estado. Quizás entendí mal. 


SEÑOR RUIBAL.- Quiero hacer un par de aclaraciones. 


Como habrán visto en el articulado del proyecto, solo viene referida la creación de los Juzgados Letrados 
contra Crimen Organizado y el costeo de los funcionarios y técnicos, incluido un asesor contable. Pero no 
hay ninguna definición de las materias sobre las que se ocupará. Esto se ha aclarado en la exposición de 
motivos y se supone -así fue coordinado con la Comisión- que será incluido en la ley posterior. De modo que 
en la exposición de motivos nosotros solo incluimos la materia de que va a tratar, que es un poco compleja 
para definirla en la Rendición de Cuentas; fue por eso que pensamos que debía quedar para una ley posterior, 
pero no así la creación de cargos, sin perjuicio de lo que decida la Comisión. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Supongo que el señor Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia habrá leído el artículo 3” que propone el Poder Ejecutivo en esta Rendición de Cuentas. 


SEÑOR RUIBAL.- Así es, señor Diputado. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Por lo menos yo interpreto que en el artículo 3” se establece un 
nuevo mecanismo de fijación de sueldos -incluidos los Ministros de la Suprema Corte de Justicia-, 
porque en el último parágrafo se dice: "Esta partida no será considerada en las dotaciones de cada uno 
de los cargos que se toman como base de cálculo o referencia para la determinación de otras 
remuneraciones". Yo interpreto que esto, de alguna manera, modifica la actual forma en la que los 
Jueces tienen fijado su salario; si no entiendo mal, esto tiene que ver con el salario de los Ministros de 
la Suprema Corte de Justicia. Entonces ¿cómo interpretan ustedes esta redacción? ¿Cómo creen 
ustedes que esta redacción impacta sobre el Poder Judicial a la luz de que si esto se aprueba, los 
incrementos de los salarios de los Jueces no van a estar más en relación con los sueldos de los Ministros 
de la Suprema Corte de Justicia? 


Atendí la explicación que se dio sobre la reestructura. Entonces ¿ustedes están trabajando en alguna 
reestructura escalafonaria de los Jueces? Pregunto esto porque he escuchado que aún quedan Jueces Rurales 
en el Poder Judicial -muy poquitos- que, inclusive, están adscritos a otros Juzgados. ¿Se va a dar alguna 
solución a estos Jueces Rurales, muchos de ellos de larga carrera? Como se imaginarán, conozco a alguien 
porque proviene de mi departamento, aunque hay en varios lugares. ¿Hay alguna forma de resolver esta 
situación que parece que ha ido quedando como colgada? 


SEÑOR RUIBAL.- Voy a explicar el artículo 3”, aunque no es una norma contenida en el Mensaje de la 
Suprema Corte de Justicia. Hemos tomado posición al respecto porque supone, como bien dice el señor 


Diputado, un desenganche previsto en el artículo 85 de una ley, cuyo número no recuerdo. El enganche 
se preveía solo con los Ministros de la Suprema Corte de Justicia. De todas formas, la Corte no fue 
consultada y lo toma de rebote. Entiendo que su suposición refiere a ajustar tal vez los sueldos de los 
Ministros de Estado. 


Esta es una solución que desengancha -en tenor literal- a los demás Jueces quienes, de hecho, ya estaban 
desenganchados porque el mecanismo previsto en el artículo 85 hace casi veinte años que no se cumplía. Es 
cierto que supone el desenganche de los demás Jueces -tema que habrá que corregir, naturalmente- y también 
es cierto que la Corte no tuvo participación en la redacción de ese artículo. 


SEÑOR MÉNDEZ ARECO.- No sé si mi respuesta a la pregunta formulada por el señor Representante 
será lo suficientemente clara. En ese caso, le pido que me lo haga saber. 


Efectivamente, quedan tres o cuatro cargos de Juez de Paz rural desempeñando la tarea, ya que, como bien 
señalaba el señor Representante, en aquellos casos en que la Suprema Corte de Justicia ha suprimido alguna 
sede y ha conformado alguna comunidad geográfica, algunos de estos Jueces han pasado a adscriptos, por 
ejemplo, en Juzgados de Paz departamentales para cumplir la tarea de Oficial del Registro de Estado Civil en 
el interior, la que obviamente está a cargo del Poder Judicial. En otros casos, han pasado a colaborar en el 
despacho, y hasta donde esto es posible por su condición de lego, con el Juez titular de una sede de paz o, 
eventualmente, de una sede letrada. 


Por supuesto, "se ha respetado su carrera" -entre comillas-, ya que en la medida en que no es profesional, son 
pocas sus posibilidades de ascenso, salvo en aquellas categorías en las que no se requiera tener título 
profesional. 


La solución que la Corte ha venido manejando, en la medida en que terminen siendo suprimidas las últimas 
sedes que quedan, es que al vacar estos cargos, obviamente, no se provean. De manera que en algún 
momento habrá desaparecido esa categoría de Juez de Paz rural. Por supuesto, se han respetado los derechos 
de aquellos que hoy son titulares de los cargos. 


Intuyo que tal vez esto no alcance como explicación al señor Representante. En todo caso, le pido que me 
haga saber si queda alguna duda. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Quiero referirme a dos puntos. 


En cuanto al primero, si no entendí mal, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia dijo que no se cumplía 
el artículo 85, que vincula el incremento salarial de los Jueces con la remuneración de los Ministros de la 
Suprema Corte de Justicia. Me gustaría saber por qué no se cumple con ese artículo. 


Con respecto al segundo punto, entiendo perfectamente que estos cargos van a desaparecer, que se trata de 
funcionarios que no son abogados y, por lo tanto, tienen una diferencia con el resto de los Jueces, pero 
muchos de ellos son de larga data en el Poder Judicial. La pregunta es si van a terminar allí su carrera, si 
tienen capacidad de ascender, o si su condición de Jueces rurales implica que se jubilen como tales. 


SEÑOR RUIBAL.- En cuanto a la primera cuestión, no puedo dar detalles de por qué razón, de hecho, 
no se cumple con el enganche, que no es con los Ministros de Corte sino con los Ministros de Estado. 
En los hechos, ese enganche no se cumple tampoco para los otros, es decir, para los Ministros de Corte. 
No conozco los detalles; supongo que los tendrá el Poder Ejecutivo. Lo cierto es que la relación o el 
enganche Ministro de Estado, Ministros de Corte y Jueces subsiguientes, no se cumple desde hace 
dieciocho o diecinueve años. 


SEÑOR BRENTA.- Doy la bienvenida a la delegación; como llegué un poco tarde, no tuve oportunidad 
de saludarlos. 


Quisiera hacerles algunas consultas. Como ustedes saben, aquí recibimos delegaciones y, por tanto, nos 
llegan muchos planteos. Algunos de ellos tienen que ver con lo que se explicaba hace un momento con 


relación al incremento salarial. Creo que hay coincidencia en cuanto a que el porcentaje que falta asignar para 
completar el 33% previsto es un 11,67%. 


Entiendo que existe una política en materia salarial en el Poder Judicial en la que ha venido teniendo un peso 
muy particular lo que ustedes denominan "incidencia" en las partidas asociadas al salario base. Nos han dicho 
que hasta un 123% del salario base está constituido por estas partidas. Como ustedes saben, a nivel de la 
Administración Central y demás, se ha venido desarrollando una política que intenta incorporar todas estas 
partidas al salario base, es decir, salarizar todas estas partidas, como una forma de dar transparencia a la 
asignación salarial que el funcionario recibe; además, en muchos casos esto genera inequidades, ya que se da 
una discusión sobre el salario base, pero en realidad hay otra asignación que recibe el trabajador. 


Me gustaría saber, en primer lugar, si se han jerarquizado los salarios en estos años -a partir de este 6% que se 
ha ido recibiendo anualmente-, comprendiendo las partidas extrasalariales, o adicionadas al salario base, de 
los salarios más bajos del Poder Judicial. Asimismo, quisiera saber si con este último incremento, que es el 
más significativo, se piensa otorgar -ustedes hicieron una referencia al respecto, pero no me quedó muy clara- 
alguna prioridad a los salarios más sumergidos del Poder Judicial, que según tenemos entendido 
efectivamente son muy bajos. 


Por otro lado, quiero aprovechar esta oportunidad para trasladarles algunos planteos concretos que nos han 
llegado, con relación a los mecanismos de ingreso al Poder Judicial, algunos de los cuales son sorprendentes 
o por lo menos difíciles de entender; entiendo que es bueno trasladárselos a efectos de que ustedes 
efectivamente puedan despejar estas dudas. Concretamente, se nos hizo saber del ingreso de funcionarios 
para desempeñar tareas de auxiliar con edades que nos han llamado la atención, y no entendemos demasiado 
por qué ha sido así. Por ejemplo, se nos dio cuenta del ingreso de un funcionario de sesenta y un años de edad 
en Tacuarembó en el mes de noviembre del año pasado. No sé si esto es cierto, pero en caso de serlo, me 
gustaría saber qué criterio se utiliza para el ingreso al Poder Judicial, si se utiliza el concurso como 
mecanismo de ingreso o si en realidad existen otros. En definitiva, me gustaría conocer los criterios que 
utilizan y que, obviamente, como Poder del Estado tienen todo el derecho de aplicar. 


SEÑOR RUIBAL.- Empezaré por aclarar el tema relativo a las incidencias y, si me lo permiten, para la 
parte de los números cederé la palabra a la contadora Gonnet. 


En cuanto a la primera cuestión, históricamente en la Corte ha sucedido que al momento de la distribución de 
economías a los funcionarios, en lugar de hacerlo con sus incidencias simplemente se distribuyó a partida 
fija. De esto resultó que posteriormente un gran número de funcionarios, una mayoría, demandara al Poder 
Judicial y obtuviera una sentencia favorable, como era de esperar. De modo que el Poder Judicial, después de 
haber pagado todas las economías por partida fija, debió pagar las incidencias de esas economías. El año 
pasado, cuando yo ya estaba integrando la Corte, cuando hubo partidas para repartir entre los funcionarios, se 
dispuso hacerlo por partida fija, pero cada una con sus incidencias, de manera de no abrir la posibilidad de un 
nuevo juicio al Poder Judicial. 


En el primer caso, los funcionarios habían quedado comprometidos a no iniciar juicios, sabiendo que tenían 
que cobrar esas incidencias, pero algunos lo hicieron, tenían derecho, naturalmente, fuera de la esfera 
gremial. 


Es por ese motivo que el año pasado se trató de pagar las dos partidas fijas con sus incidencias, de manera de 
no generar flancos para futuras demandas contra el Poder Judicial, que iba a resultar perdidoso otra vez, 
afectando por supuesto las arcas de Rentas Generales. 


SEÑORA GONNET.- Con respecto a la reestructura -de la que como bien dijimos todavía falta la 
última etapa de aproximadamente un 12% para el año próximo-, en el cuadro de la presentación que 
vieron anteriormente se indica que la distribución ya está hecha. Si bien no se está percibiendo hoy en 
la liquidación, no queda ninguna partida posible para reestructurar más. Por eso, en el artículo 17 la 
Suprema Corte de Justicia hace el pedido, atendiendo la solicitud de la asociación de funcionarios. 


El procedimiento que se llevó a cabo con la reestructura es similar al que se utilizó este año en la 
Administración Central. De veinte o veinticinco conceptos, diez se podían concentrar en un único sueldo 
base, porque eran definiciones de partidas fijas o de aumentos que se habían dado por parte del Poder 


Ejecutivo en distintas instancias, a través de decretos o de leyes de Rendición de Cuentas y de Presupuestos, 
que de alguna forma nos fueron indicando que debíamos liquidarlas en forma separada del sueldo base. 
Cuando se planteó la Ley de Presupuesto, no solo se pidió esta reestructura por el artículo 389, sino que 
también hay otro artículo -no recuerdo su número- que nos autoriza a incluir por lo menos seis conceptos en 
el sueldo base. Además, el artículo 389 también nos autoriza a formar un sueldo base con varias de estas 
retribuciones que teníamos separadas. Lo hicimos en los casos en que fue posible. 


No obstante, cuando se habla de incidencias está, por un lado, lo que explicó el doctor Ruibal, que son 
incidencias de partidas fijas que se dieron por distribución de economías generadas por la Suprema Corte de 
Justicia; pero en algunos casos se interpretan como incidencias los porcentajes que se reciben en diferentes 
casos, y por distintos funcionarios, por el cargo que se ocupa o por la función que se cumple. Esto es, algunos 
cargos fueron definidos por ley como de dedicación total; esto significa que el funcionario recibe un 60% 
más. Por ejemplo, los alguaciles, en la función jurisdiccional, los cargos administrativos y algunos cargos de 
jerarquía -unos pocos, los Directores de División- están definidos así obligatoriamente por ley. Lógicamente, 
un funcionario con dedicación total cobra un 60% más; pero en ese caso se aplica la Ley N* 12.803 que le 
impide el ejercicio no solo de la profesión, en el caso de los profesionales, sino de cualquier otra actividad. 
Por ejemplo, el alguacil no puede tener otro trabajo. No pasa lo mismo en el caso de un administrativo, que 
no tiene dedicación total, que cumple su horario en el Poder Judicial, queda libre y puede tener otro trabajo. 


Además, hay otro tipo de compensaciones definidas por ley que no se pudieron reestructurar. Por ejemplo, 
está definido el régimen de permanencia a la orden, que se utiliza en muchos organismos; en el caso del 
Poder Judicial, se ha definido que esta compensación sea un 30% del salario. En cuanto al ejemplo de los 
Jueces en todo el país, en algunos casos hay dos receptores y en otros tres, según la materia; en Penal es muy 
claro. Ese receptor está a la orden del Juez, y cuando una audiencia está fuera del horario de oficina el 
funcionario tiene la obligación de estar a la orden del Juez o del Actuario, como lo dispongan. Eso se 
retribuye con una compensación de un 30%. Hay más de cuatrocientos funcionarios -en general, 
administrativos- que perciben esa compensación. Lógicamente, alguien que recibió un incremento en su 
sueldo, si tiene un 30% más de compensación, también recibe al final un monto mayor en valor absoluto. 


Hay otras compensaciones que perciben quienes trabajan en el laboratorio, en la morgue, en el Instituto 
Técnico Forense; son funcionarios que cumplen una tarea diferente a la de una oficina administrativa. No 
recuerdo bien, pero existe un conjunto de seis o siete compensaciones distintas, según la función o si son 
profesionales. 


Además, existe compensación por rendimiento y asiduidad. De los escalafones II al VI la compensación por 
asiduidad comprende a todos los funcionarios judiciales. Si al cabo de un mes no se han registrado faltas, el 
funcionario cobra un 10% más de sueldo. 


La prima por rendimiento la pueden cobrar todos los funcionarios de los escalafones Ill a VI -se excluye 
únicamente al escalafón profesional- y está asociada a un sistema de calificaciones. El porcentaje puede 
variar entre un 10% y un 15%, en función de las calificaciones. 


Como se advierte, algunas de estas compensaciones son muy generales y las perciben prácticamente todos los 
funcionarios, y otras están asociadas a la función o al tipo de requerimiento del cargo. Entonces, en algunos 
casos si bien el sueldo base es igual, en valor absoluto al final llega a ser mayor. 


SEÑOR RUIBAL.- Con respecto a los ingresos, somos conscientes, en primer lugar, de que es una 
inquietud de los funcionarios del Poder Judicial y, en segundo término, de que no está dentro de la 
discusión de la Rendición de Cuentas. Por ser un tema sensible para los funcionarios, voy a pedir al 
Director General que explique cómo son los ingresos en el Poder Judicial. 


SEÑOR MÉNDEZ ARECO.- El Poder Judicial, como surge del artículo 239 de la Constitución, tiene la 
potestad de realizar las designaciones en la forma que estime más adecuada para los requerimientos 
del servicio. Sin embargo, desde hace años la Suprema Corte de Justicia ha venido autolimitándose en 
cuanto a las formas de ingreso; en el caso de los administrativos empezaron a darse, casi en su 
totalidad, por concurso, que en algunos casos son absolutamente abiertos, con un llamado público en 
todo el territorio nacional. 


El concurso tiene diferentes características en Montevideo; se realiza a partir de una lista de solicitudes que 
llegan a los distintos Ministros, formuladas por funcionarios judiciales y por ajenos al Poder Judicial. 


En los cargos técnicos actualmente todos están ingresando por concurso, ya que para los defensores de oficio 
se ha llamado a concurso y para proveer cargos de actuarios se hace un curso con evaluación y 
posteriormente se designan en base a un "ranking" que quedó establecido. Para proveer los cargos de asesor, 
el concurso es interno, en la medida en que el Poder Judicial tiene entre sus funcionarios administrativos un 
número importante de abogados y escribanos. 


Los cargos de auxiliar se hacen por designación directa. Por eso señalé que la Corte -pese a que 
constitucionalmente podría no hacerlo- ha venido autoimponiéndose una serie de limitaciones, que llevaron a 
que actualmente solo un cargo se designe en forma directa, que es el de auxiliar. 


El señor Diputado Brenta preguntó por el ingreso de un funcionario "añoso" -por decirlo de alguna manera-; 
sí, es cierto que ha ocurrido eso en dos o tres situaciones puntuales en el interior de la República. Pese a ello, 
creo que es un dato importante a señalar que, considerando los ingresos desde el 1” de marzo del 2006 a la 
fecha, el promedio de edad de los funcionarios que entraron es de 31 años, por lo que esos tres o cuatro casos 
-que existen, que son reales- no desequilibran ese promedio de edad bajo con que cuenta el Poder Judicial. 
Además, debe ser de los pocos organismos -tal vez la situación haya empezado a cambiar en otros a partir de 
la derogación de la prohibición de ingreso a la función pública- que, a pesar de no estar alcanzado por esa 
imposibilidad de ingreso, su plantilla de funcionarios mantenía un promedio de edad joven. Sé que los 
legisladores conocen que en la mayoría de los organismos públicos, por ese impedimento, hubo un 
envejecimiento de la plantilla de funcionarios, hecho que reitero no ocurrió en el caso del Poder Judicial. 


SEÑOR ASTL.- El nombrado artículo 390 preveía otorgar hasta un 7% adicional al Poder Judicial en 
base al crecimiento de los ingresos de todo el Estado con respecto a las proyecciones. Quiero saber si 
queda algo pendiente para el Ejercicio 2009. 


SEÑORA GONNET.- Por el artículo 390 está pendiente la asignación del porcentaje que determinará 
el Poder Ejecutivo el próximo año. 


En el 2007 se reglamentó la forma de aplicación. El Poder Ejecutivo hace un cálculo, como está descrito en 
el artículo 390; el Poder Judicial no participa, únicamente recibe la determinación que hace el Poder 
Ejecutivo del porcentaje anual. En el 2007 otorgó un 2,59% y un 2,78 este año. Siempre estamos hablando de 
porcentajes calculados sobre los créditos que teníamos en el 2005. O sea que hoy, como nuestros sueldos 
fueron incrementados por efecto de ese 6%, 6% y 6%, estos porcentajes son menores; pero al cabo del 
quinquenio, si la recaudación fiscal supera las estimaciones del Poder Ejecutivo, habremos alcanzado ese 7%. 
La forma de distribución no está incluida en la reestructura, porque se calculó en el 2006 y se desconocían 
cuáles iban a ser estos porcentajes. O sea que han tenido un destino diferente al de la reestructura. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde considerar el articulado. 


SEÑOR MÉNDEZ ARECO.- Voy a tratar de ser sintético en la exposición, a los efectos de posibilitar 
las preguntas de los señores Representantes, si no lograra ser claro o quedaran dudas. 


El artículo 1* viene siendo recogido por la Suprema Corte de Justicia en distintas instancias presupuestales, y 
refiere a la tasa judicial, que genera recursos que conforman el sueldo de los funcionarios judiciales. Como 
consecuencia de la aplicación de la reestructura que se ha venido explicitando, la base de cálculo ha sido 
mayor; por lo tanto, la tasa que históricamente representaba un 6% en el salario de los funcionarios, hoy 
representa menos y está en el entorno de un 2,5%. La Suprema Corte de Justicia procura, por esta vía, que no 
haya una depreciación del salario de los funcionarios a partir de la menor incidencia de la tasa; por eso, trata 
de mantener el nivel histórico del 6% que la misma significaba. 


En cuanto al artículo 2” del proyecto remitido por la Suprema Corte de Justicia, la contadora Gonnet en la 
exposición inicial señaló que había dos escalafones no reestructurados porque tenían sus salarios definidos de 
diferente forma y, por ende, percibían una retribución superior a la de los cargos que fueron objeto de 
reestructura; esto llevó a que el dinero asignado por la Ley de Presupuesto se destinara a la reestructura de 


aquellos cargos que tenían menor remuneración, cuya escala salarial se procuraba recomponer. Además, 
como por imperio de la Ley de Presupuesto, la N* 17.930 la recuperación del Poder Judicial estaba incluida 
en esa única partida que se entregaba por los dos conceptos -reestructura y recuperación salarial-, el 
Escalafón R, al no haber sido reestructurado, quedó por fuera de la recuperación que han percibido todos los 
funcionarios públicos en general, en especial los de la Administración Central, que son los que hemos tomado 
como referencia. Entonces, este artículo procura obtener los recursos necesarios para atender la recuperación 
salarial en el quinquenio de los funcionarios del Escalafón R, que es el de Informática. Es un escalafón muy 
sensible en lo que hace al funcionamiento del Poder Judicial y de todo el país, porque tiene una 
particularidad: la demanda de técnicos es mayor que la oferta. Eso hace que sus salarios sean superiores y 
que para mantenerlos hoy no solo debamos competir con las empresas privadas sino también con el Estado, 
porque hay organismos públicos que ofrecen salarios más tentadores que los que puede pagar el Poder 
Judicial. Entonces, al menos se procura reconocer un derecho, que es la recuperación salarial de los 
funcionarios de este escalafón. 


El artículo 3" es similar al anterior, con una pequeña diferencia. El Escalafón VII, Defensa Pública -como se 
señaló en la exposición inicial- fue el otro que quedó por fuera de la reestructura en razón del nivel salarial 
que ostentaban y ostentan. En consecuencia, este artículo procura hacer justicia en el mismo sentido que en el 
Escalafón R, es decir, dar la recuperación que han percibido los demás funcionarios públicos; pero en este 
caso hay una diferencia. Los funcionarios técnicos integrantes de este escalafón en una instancia de 
Rendición de Cuentas lograron que se cambiara el destino de una partida que la Suprema Corte de Justicia 
había solicitado para perfeccionamiento académico; obtuvieron que se asignara la partida íntegra, por el 
mismo concepto, al Escalafón VII. Entonces, la Suprema Corte de Justicia aspira a obtener la recuperación 
para este escalafón, pero descontando de la recuperación que le corresponda el monto que obtuvieron por vía 
del perfeccionamiento académico, Esto corre para los cargos que efectivamente la obtuvieron y son solo los 
de dedicación total. No es el caso de los defensores públicos que por su antigúedad en el cargo tienen la 
opción de ejercer libremente su profesión. Todavía quedan algunos, pero la Suprema Corte de Justicia ha 
decidido, en el pasado reciente, que los cargos de defensor público que tengan esa opción en adelante sean 
todos full time; o sea que no habrá más defensores con la posibilidad de ejercicio de la profesión en el futuro. 
Sin embargo, a aquellos que la ejercen, se les ha mantenido el derecho; pero tampoco percibieron lo relativo 
al perfeccionamiento académico. Entonces, si se sanciona esta norma, a unos se les descontará lo percibido y 
a otros se les dará íntegramente la recuperación. 


SEÑOR GANDINI.- Quiere decir que aprobando esta norma vamos a equiparar a todos los 
funcionarios en cuanto a su recuperación salarial. A estos los equiparamos con la recuperación de los 
funcionarios de la Administración Central; por lo tanto, perciben eso retroactivamente, se les equipara 
-digamos- y se les descuenta lo que recibieron como compensación en otras etapas. De modo que a 
partir de la aprobación de esta ley, quedan iguales a todos; y, además, se les da a los "part time" y a los 
procuradores, que no habían recibido ningún tipo de compensación. De esta manera vamos a 
equilibrar y equiparar a todos los sectores. Lo pregunto porque han venido varias veces las 
Asociaciones de funcionarios respectivas y nos han reclamado alguna de estas soluciones. Quiere decir 
que esta que propone el Poder Judicial resolvería este tema. 


SEÑOR MÉNDEZ ARECO.- El señor Representante ha definido lo que yo venía explicando 
perfectamente; él hablaba de retroactividad y quiero señalar que no es así, sino que esto se aplicará 
cuando el Poder Judicial cuente con los recursos, es decir, desde la vigencia de esta ley en adelante. Sí 
se equipara la recuperación de estos funcionarios con la recuperación de los funcionarios de la 
Administración Central. 


El artículo 4” prevé -tal como se desprende de su mera lectura-, un incremento salarial del 10% de carácter 
general. La Suprema Corte de Justicia ha pretendido con esta disposición acompasar el salario al costo de 
vida, a la canasta básica, que supongo que es lo que todos los organismos y funcionarios reclaman. En 
consecuencia, para no desarticular esa escala salarial con los porcentajes que hay entre grado y grado, solicita 
un aumento porcentual para todos, lo cual mantiene la diferencia de las escalas que emerge de la reestructura. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Respecto a este artículo nos han hecho llegar opiniones en cuanto a 
lo justo que es el aumento en la retribución básica de todos, pero no en los complementos, lo que 
aumentaría diferencias en cuanto al salario. Inclusive, se ha propuesto que en lugar de fijar un 10% 


para todos, se fije un 15% para los sueldos básicos, dejando las retribuciones complementarias fuera 
de este aumento del 10%. 


SEÑOR MÉNDEZ ARECO.- No sé si podré responder la pregunta en su totalidad, sobre todo la parte 
de costos, porque los abogados para los números somos poco confiables, aunque está la contadora que 
podrá responder. 


Entiendo la pregunta de la señora Representante; hoy, la contadora Gonnet, al hacer su exposición, lo 
señalaba. Al aplicarse un aumento porcentual sobre el sueldo básico es igual para todos. Lo que no podemos 
comparar -la contadora lo decía en su exposición- es el diferente régimen de trabajo del funcionario. Si a un 
funcionario que no es "full time", con un sueldo base idéntico, le aplicamos un 10% sobre el básico, tendrá 
un 10% de aumento; es decir que si gana $ 10.000, tendrá $ 1.000 de aumento. Si, además, es "full time", se 
aplica el aumento sobre el básico, y eso repercute en el total. Si bien al final de la suma de todas las partidas 
siempre va a llevar un 10%, en pesos -que es lo que en definitiva importa- va a ser más. Siempre es un 10%, 
pero representa más. 


¿Por qué esto es justo en el caso de regímenes diferentes? Por lo que señalaba la contadora: el funcionario 
que tiene régimen "full time" no solo no puede ejercer la profesión -y dejemos de lado el hecho de que un 
escribano o un abogado no puedan ejercer su profesión por incompatibilidad; en el caso del escribano la 
incompatibilidad es parcial; pero los abogados, por el artículo 272 de la Constitución, están impedidos de 
ejercer la profesión en su totalidad- sino que no puede tener otra actividad remunerada, no puede administrar 
absolutamente nada, no puede ser dueño de un taxi ni obtener ganancias por este concepto porque tiene 
impedido cualquier otro ingreso económico, salvo que provenga de la docencia, que es lo único que está 
autorizado por la Constitución. 


Entonces, el sistema de retribución es diferente y los aumentos reportan más, pero hay que tener en cuenta 
que el funcionario está sometido a un régimen mucho más severo: no solo se le requiere una formación 
profesional sino que también se le impone que se dedique, pura y exclusivamente, a esa función pública. Y 
sabemos que los salarios del Poder Judicial no son muy importantes, aun en el caso de aquellos que en la 
estructura de cargos aparecen como importantes con relación a los salarios judiciales, pero no al resto de los 
salarios del ámbito público. No se puede emparejar a todo el sector público, pero sí podemos compararlos, al 
menos, con algunos sectores. Pero reiteramos que en el caso del Poder Judicial tienen un régimen muy 
severo. 


Entonces, en cuanto a aplicar un aumento general, no se puede porque, por ley -como explicaba la 
contadora-, estamos obligados a calcularlo sobre todas las partidas. El legislador podrá imaginar un régimen 
diferente; si me preguntan cuál podría ser, en este momento no sabría decirlo. La idea del Poder Judicial es 
mantener, aun con la repercusión que significan esas partidas, las diferencias porcentuales que existen hoy en 
función no solo de las formaciones y dedicaciones de los funcionarios sino de la mayor responsabilidad de 
quienes perciben esos salarios que aparecen como mucho más importantes. Reitero que lo de "aparecen como 
mucho más importantes" es en términos relativos porque la comparación es a la interna del Poder Judicial; 
bastaría que los comparáramos con los salarios de otros organismos del ámbito público, por cierto no de la 
Administración Central. 


SEÑOR BRENTA.- Quiero agregar una pregunta a la formulada por la señora Diputada Peña 
Hernández a fin de aclarar una duda. Tengo aquí el ejemplo del salario de un Grado 17, Director de 
División, y quiero saber si esto está bien. Figura un salario básico por ocho horas de $ 19.600, un 
porcentaje por dedicación total del 60% -al que ustedes hacían referencia-, que son $ 11.760; otra 
partida que se denomina "Dedicación permanente" -no entiendo muy bien cuál es la diferencia- que es 
superior a la otra, de $ 14.112; también aparece una partida por asiduidad y demás, lo que daría un 
sueldo final de cerca de $ 50.000. Esta es una proyección al año 2009, con el incremento de casi el 12% 
del que ustedes hablaban. Además, creo que este es el cargo administrativo más alto. 


Quiero saber si esto está bien y cuál es la diferencia entre dedicación total y dedicación permanente; 
parecerían ser dos partidas diferentes. 


SEÑORA GONNET.- La dedicación permanente es un régimen establecido por ley, que no se aplica 
solamente al Poder Judicial sino a la Administración Pública. Además, los profesionales con título - 
como estén definidos en cada organismo- de por lo menos cuatro años, tienen el impedimento de 
ejercer la profesión. Es lo que sucede, por ejemplo, en el caso del Poder Judicial, en materia de 
pericias. Por ejemplo, un contador que trabaje para el Poder Judicial no puede ser perito de los 
Magistrados; también ocurre esto con los médicos del Instituto Técnico Forense. Lo que retribuye esa 
norma es ese impedimento: es una incompatibilidad parcial para el ejercicio de la profesión. 


Hay un ejemplo muy claro. En la Dirección General Impositiva el régimen que tienen los funcionarios, luego 
de la reestructura, no les impide hacer esta clase de pericias, aun teniendo dedicación exclusiva. Los 
funcionarios pueden ser peritos en el caso de juicios y recibir una retribución por dedicación exclusiva en ese 
organismo pero, además, pueden ejercer la profesión. En el caso del Poder Judicial, ese tipo de trabajo 
particular no se puede hacer, y esto es lo que se retribuye. Esto está establecido por ley para el caso de 
determinados cargos, como el Director de División -que aquí se ha mencionado-, pero también para los 
Actuarios y demás técnicos a los que la Corte haya definido alguna incompatibilidad parcial para el ejercicio 
de la profesión; eso representa un 45% sobre sus retribuciones básicas. 


La dedicación total es otro régimen, diferente al de dedicación exclusiva, que se ha definido en otros 
organismos de la Administración Central; es el impedimento para cualquier funcionario y no solo para los 
profesionales. Por eso se mencionaba el caso del Alguacil; inclusive, existe el caso de un Intendente. No 
tienen impedimento para ejercer la profesión sino para hacer cualquier otra tarea que no sea la asignada por 
ese cargo, y eso se retribuye con un 60%. No son muchos los cargos con este carácter que están en el Poder 
Judicial; algunos son obligatorios; otros no, como el caso de los Actuarios. Está definido por ley que esta 
compensación es un 60% sobre las retribuciones básicas. 


Cuando se hacen comparaciones de escalas no es bueno comparar este tipo de régimen con el de otros 
funcionarios que pueden tener otro trabajo. Lo correcto sería comparar el sueldo final de ese cargo en un 
régimen que no sea de dedicación total, porque todavía queda algún caso, ya que la ley se hizo obligatoria a 
partir del último Presupuesto quinquenal. Antes los Directores de División tenían la opción de entrar o no en 
ese régimen; ahora es obligatorio. De hecho, hay muchos profesionales que no quieren acceder a esos cargos 
porque no les sirve tener impedimento total de la profesión. 


El cargo de Director de División con la reestructura tiene proyectado un sueldo base de $ 18.000; en un 
régimen que no sea de dedicación total y siendo un cargo de la máxima jerarquía -por encima solo hay un 
cargo, que es el de Director del Instituto Técnico Forense-, los doce funcionarios que trabajan en el Poder 
Judicial a este nivel percibirán una retribución de $ 31.000 nominales; si tienen dedicación total, la 
retribución será de $ 48.000. 


Si quieren, podemos hacer una comparación con el caso del Alguacil que, luego de la reestructura, quedaría 
en un Grado 12. Un Jefe de Oficina, que no tiene régimen de dedicación total, parte de un sueldo base de 

$ 13.500 y termina en $ 18.200; sin embargo, el Alguacil, que está en el mismo grado y tiene el mismo 
sueldo base, termina en $ 28.600. Es bueno comparar en los mismos regímenes, pero teniendo en cuenta el 
impedimento de trabajo que tienen los funcionarios. 


SEÑOR ASTI.- Me voy a referir al artículo 3”, que dice que esta solicitud es "sin perjuicio de lo 
establecido en el artículo 390", al que habíamos hecho mención recientemente. Por el artículo 390 se 
otorgaba al final del período un 7% de incremento a los rubros del Poder Judicial, cuyo destino era la 
dedicación absoluta y la reestructura, incluyendo a los Defensores de Oficio; eso se había puesto 
especialmente en el artículo. Nos gustaría comprender la expresión "sin perjuicio de lo establecido en 
el artículo 390", con la que finaliza el primer inciso del artículo 3”. 


SEÑOR MUJICA.- Entendí que la contadora estaba mencionando diferentes sueldos, llegando al tope 
del escalafón administrativo. ¿Podría mencionar el caso de algún Juez, para poder comparar? 


SEÑORA GONNET.- Voy a hablar de sueldos calculados en su máximo; hay compensaciones que no 
todos los Magistrados perciben, y un caso claro es la compensación por vivienda, de un 20% sobre las 
retribuciones. 


SEÑOR MUJICA.- ¿También en la capital? 


SEÑORA GONNET.- Sí. Aquellos jueces que no reciben la vivienda del Poder Judicial tienen esa 
compensación; los que la reciben, no. La escala que voy a dar incluye el 20% como si todos la 
percibieran. 


Por ejemplo, un Juez Letrado de la capital tiene un nominal de $ 65.257 y un Juez Letrado del interior, con la 
misma compensación, tiene un nominal de $ 57.058. Un Juez de Paz Departamental de la capital tiene un 
nominal de $ 48.859. 


SEÑOR MÉNDEZ ARECO.- Con respecto a la pregunta del señor Diputado Asti, creo que el 
artículo 3” no señala nada más que lo que el propio señor Representante decía. Por un lado, pretende 
otorgar a este escalafón en particular la recuperación que han percibido los funcionarios de la 
Administración Central. También aparece en el anterior, pero sin perjuicio de lo dispuesto en el 
artículo 390, que establece la llamada cláusula gatillo, que percibirán igualmente. Por un lado, es la 
recuperación y, por otro, lo que correspondiera por cláusula gatillo. 


El artículo 5” no tiene costo y procura igualar una situación entre funcionarios que pertenecen a la misma 
División, los Inspectores de los Juzgados Letrados. La mayoría de los funcionarios son "full time", pero en 
algún momento la Corte entendió que era conveniente que algunos cargos, como los Actuarios y los 
Inspectores, hasta por su permanente actualización, pudieran ejercer la profesión. Los Inspectores de los 
Juzgados Letrados habían quedado sin posibilidad de optar por el "part time", lo que se procura corregir en 
esta norma igualando las situaciones de los funcionarios que prestan servicios en esa División. 


El artículo 6* va en la línea que señalábamos en la exposición y que ha marcado la Suprema Corte de Justicia 
ya desde hace algún tiempo en el sentido de que la mayoría de los cargos que tienen Departamentos bajo su 
responsabilidad y, por ende, tareas diferentes -ya sean Departamentos o Divisiones; en este caso son solo dos 
o tres Subdivisiones-, sean de dedicación total, precisamente para requerirles el mayor esfuerzo y que no 
distraigan su atención en ningún otro tipo de actividad. En consecuencia, procura incorporar estos cargos 
señalados en el artículo 7* -los pocos que han quedado fuera del régimen de dedicación total- a lo que 
establece el artículo 393 de la Ley_N” 17.930. Es una meta importante del Poder Judicial, que está procurando 
que cada vez más sus funcionarios estén dedicados exclusivamente a la tarea judicial. 


El artículo 7* tiene un costo muy menor; establece un incremento de $ 89.475, a valores de enero de 2008, y 
lo único que procura es equiparar a los secretarios de los Ministros de la Corte. Por ende, son solo cinco 
cargos ya que los Ministros tienen dos secretarios, con un sueldo que se integra con distintas partidas. Uno de 
ellos percibe una partida que el otro no, y lo único que se procura es equiparar esa situación. Como ven, el 
costo es ínfimo comparado con el presupuesto total del Poder Judicial. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- ¿También incluyen a los choferes en esta partida? 


SEÑOR MÉNDEZ ARECO.- Los choferes de los Ministros son los únicos "full time" y ya perciben esa 
partida. Esto alcanza exclusivamente a ese segundo secretario, por llamarle de alguna manera, porque 
no hay un primero y un segundo. 


El artículo 8” procura incorporar a la remuneración de los cargos de particular confianza del Poder Judicial - 
que hoy son cuatro- la partida por perfeccionamiento académico. Yo sé que esto puede objetarse con el 
argumento de que hay determinados cargos que perciben partidas que no forman parte del sueldo básico. 
Visto desde ese punto de vista es cierto, pero también lo es que estos cuatro cargos son de la mayor 
importancia para el Poder Judicial, a punto tal de que son de confianza de la Corte y, por ende, no solo tienen 
un cúmulo de responsabilidades sino que pueden ser removidos en cualquier momento. Entonces, no parece 
lógico que queden fuera del perfeccionamiento académico. 


El artículo 9” también persigue una finalidad que la Suprema Corte de Justicia ha querido obtener en distintas 
instancias presupuestales: la contratación, yo diría, la regularización de funcionarios administrativos que, 
teniendo formación técnica, prestan servicios en la División Tecnología Informática, integrando las funciones 
pero no el Escalafón R. Con esto se pretende regularizarlos -naturalmente, en la medida en que salven las 


instancias del concurso correspondiente- en una tarea que, de hecho, vienen cumpliendo y una 
responsabilidad que vienen asumiendo, con una remuneración sensiblemente menor a la de sus compañeros 
que integran el Escalafón R. 


El artículo 10 deviene de una necesidad impuesta al Poder Judicial por la sanción de la Ley de Usura que 
prevé que todas las causas hasta determinado monto deberán tener un informe preceptivo a cargo de los 
peritos del Instituto Técnico Forense. En consecuencia, el equipo de contadores asesores que tiene hoy el 
Instituto para las funciones que cumplía hasta antes de la sanción de esta ley se ve desbordado por el cúmulo 
de solicitudes de pericia que necesariamente deberán atender. La explicación es exclusivamente esa: 
aumentar el número de contadores asesores del ITF para cumplir en debida forma con lo consagrado por la 
Ley de Usura. 


El artículo 11 también es reiteración de proyectos anteriores enviados por la Suprema Corte de Justicia al 
Parlamento. Procura obtener los recursos para mantener el pago de una permanencia a la orden de los equipos 
técnicos que trabajan asistiendo a los Jueces en materia de adolescentes y de familia especializados en 
violencia doméstica, de acuerdo con el Código de la Niñez y la Adolescencia. 


¿Por qué digo mantener? Porque es cierto que hoy se viene pagando esta permanencia a la orden, pero con 
cargo a economías del Poder Judicial. Las economías son inestables: un año hay determinado monto y al otro 
puede ser menor. Lo que la Suprema Corte de Justicia quiere es asegurar a estos equipos la estabilidad de esa 
retribución desde el crédito presupuestal sancionado por el Parlamento. Hoy se viene pagando porque lo 
requiere la función, porque ellos están a la orden; por ende, con el esfuerzo de las economías, se paga. La 
aprobación de este artículo puede sanear la situación y dar tranquilidad a estos funcionarios y a los equipos 
que asesoran a los Jueces en una materia tan delicada. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Quiero hacer una consulta sobre el artículo 11. ¿Los funcionarios de 
otros escalafones tienen alguna retribución de este tipo, o hay algún personal que se mantenga a la 
orden por este tema de la violencia doméstica? 


SEÑOR MÉNDEZ ARECO.- Sí; con las dificultades propias de un presupuesto, que siempre es exiguo, 
hay funcionarios que perciben alguna compensación vinculada con esta materia. Son aquellos de los 
Juzgados Letrados del interior que están a cargo de estas materias y se les compensa, tal vez no de la 
manera debida, esa permanencia, sobre todo los fines de semana. Perciben alguna partida en concepto 
de hora extra o un viático por alimentación por exigirles comer fuera de su casa y, además, permanecer 
en la sede una día inhábil, para lo cual no tenemos una compensación específica. No viene en este 
proyecto porque es bastante ambicioso, y si siguiéramos agregando aquello que de alguna manera 
venimos atendiendo, sería aún más pesado. Lo cierto es que esos funcionarios perciben esa 
compensación y tratamos de atender todas las situaciones de funcionarios que debido a estos temas 
están a la orden, al menos en sus casas, porque muchas veces en el interior pasa eso. Si hay asuntos se 
les convoca y asisten; por supuesto, siempre concurre alguien para cumplir con la ley y mantener 
abierta la sede, pero si no hay asuntos no hay necesidad de convocarlos a todos. Si los hay, quien 
concurre a la sede y la mantiene abierta, convoca a los demás. No es un régimen muy regular; es legal y 
está dentro de las potestades, pero no se establece a título expreso en ninguna norma. Lo que se 
procura es atender esa situación. 


El artículo 12 es impulsado por la suprema Corte de Justicia pero me consta que la Asociación de 
Funcionarios Judiciales también lo ha hecho suyo. En este caso se pretende incrementar la compensación por 
alimentación sin aportes. Este es un concepto que ya perciben los funcionarios judiciales, está en su salario y 
lo que se procura es actualizarlo e incorporar a los funcionarios del Escalafón R, Informática que, como 
señalaba la contadora Gonnet, por definición, cuando se creó estaba por fuera de todos los beneficios de los 
demás funcionarios. Solo se trata de adecuar esa compensación por alimentación. 


El artículo 13 prácticamente emula el que tiene que ver con la incorporación de los cuatro cargos de 
particular confianza que yo señalaba en cuanto al perfeccionamiento académico, en este caso, para los cargos 
de Asesor del Escalafón II que se desempeñan en la División Jurídico Notarial. También son muy pocos 
cargos, cinco o seis asesores y dos escribanos, de los pocos que han quedado por fuera de esta partida de 
perfeccionamiento académico. Se trata de la División que asesora directamente a la Suprema Corte de 


Justicia y a la Dirección General, fundamentalmente -aunque se le encargan los más variados temas- en todo 
lo que es el manejo administrativo del Poder Judicial. 


El artículo 14 procura establecer centros de mediación, y para ello es la contratación de los mediadores en 
toda la República. Como los legisladores saben, ha sido una experiencia muy bien recibida en todos los 
ámbitos del país. En Montevideo ha sido muy buena y se nos reclama que se ahonde ese camino. La Suprema 
Corte de Justicia procura trasladar la experiencia al interior y establecer centros de mediación en todas las 
ciudades capitales, excepto en el departamento de Canelones donde, por sus características, se procura 
establecer también en Pando, Las Piedras y Ciudad de la Costa. 


En cuanto al artículo 15, al Poder Judicial le pasa lo que presumo nos ocurre a todos en la vida: aparecen 
primero las necesidades, las atiende como puede y luego procura regularizar la situación. Cuando hablo de 
regularizar me refiero a obtener el crédito presupuestal, reitero, no porque lo que se haya hecho no sea 
regular. Los Tribunales de Apelaciones, al igual que la Suprema Corte de Justicia, requieren contar con al 
menos un asistente técnico para los tres Ministros del Tribunal. La situación se viene atendiendo mediante 
una pasantía a la que se ha llamado a funcionarios del Poder Judicial que tuvieran título de abogado 


Se presentaron voluntariamente para cumplir con esta tarea y obviamente, se ha procurado atender esa mayor 
responsabilidad que se les exige pagando a partir de las economías una suerte de permanencia a la orden que 
se pretende que tenga una consagración legal para que los Ministros del Tribunal cuenten con el servicio 
técnico imprescindible que representaría el apoyo de ese asistente. 


El artículo 16 se recoge de instancias presupuestales anteriores y procura contar con una partida a los efectos 
de cubrir los altos costos de algunas traducciones. Al respecto, hay una traducción reciente de alto costo para 
cuyo pago hemos debido solicitar un refuerzo al Ministerio de Economía y Finanzas porque nuestro crédito 
en materia de gastos de funcionamiento está destinado desde comienzos del año de acuerdo con la 
programación. El Ministerio nos ha contestado que nos va a dar el refuerzo pero que como hoy todavía 
tenemos plata la usemos para pagar esa traducción. Esto significa que parte de nuestra programación queda 
sin financiamiento; pediremos financiamiento hacia fin de año. Con esta disposición se procura evitar ese 
constante pedido de refuerzos al Ministerio de Economía y Finanzas cuando aparecen traducciones de costo 
muy elevado como la que mencionaba. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- ¿El artículo 15 sería para regularizar cargos que ya están asignados 
y cuya función se desempeña junto a los Ministros? 


Posteriormente, también se pide una partida para traducción. ¿Es para terminar de pagar las traducciones que 
se solicitaron? Entiendo que hay dos vías: la contratación de traductores y la de una partida extra para 
traducción, pero no comprendo cuál es el sistema que se va a utilizar. 


SEÑOR MÉNDEZ ARECO.- Efectivamente, el artículo 15 refiere a asesores en los Tribunales de 
Apelaciones que hoy están prestando funciones cuya su situación se procura regularizar cumpliendo 
los requisitos que establece la parte final del artículo, que dice: "Las designaciones se realizarán dentro 
del personal del Poder Judicial que revista en el escalafón V 'Administrativo' y cumpla con los 
requisitos para ocupar un cargo en el escalafón II 'Profesional'", -en este caso, abogado- "con derecho 
a retornar al cargo o función pública de origen una vez que finalice el contrato para la función de 
asesoría técnica". 


Esto es porque un asesor de estas características debe ser de confianza del Tribunal y debe poder ser 
removido en cualquier momento que la confianza cese. Entonces, se trata de que ese funcionario elegido 
entre los funcionarios judiciales vuelva a su cargo administrativo anterior. Actualmente están cumpliendo esa 
función pero todavía no hemos logrado dotar a todos los tribunales de este funcionario porque no tenemos un 
número suficiente. 


La observación de la señora Diputada es muy justa y la pregunta muy válida. Si por un lado tenemos un 
traductor ¿por qué por otro pedimos una partida? El traductor realiza las traducciones de trámite, las más 
comunes, que no tienen un costo tan elevado. Ese funcionario asumirá el mayor número de traducciones 
posible. Las que se salen de esa pauta, que son más complejas y tienen un costo mayor por la urgencia o por 
el idioma, se cubrirán con la otra partida. No olvidemos que tenemos contratado un traductor en inglés y 


portugués y, de pronto, tenemos que acudir a un traductor en un idioma que no es el habitual o que no realiza 
la traductora contratada y ahí vienen los costos elevados. Por eso el sistema aparece como mixto. Ojalá 
pudiéramos tener traductores contratados pero sería un absurdo tener un traductor contratado cobrando un 
sueldo para hacer, por ejemplo, una sola traducción en el año. En definitiva, el traductor realizará todas las 
traducciones de trámite y las demás se pagarán con los otros fondos. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Es decir que traductores ya tienen. 


SEÑOR MÉNDEZ ARECO.- Hay un traductor contratado a partir de economías pero éstas en algún 
momento se van a terminar. Por eso la Suprema Corte de Justicia está obligada a poner la situación de 
manifiesto ante el Parlamento para regularizarla y para que se arbitren los medios a fin de que la 
situación de un traductor contratado hoy con cargo a economías se vuelva un cargo presupuestado. 


El artículo 17 fue comentado en la exposición de la contadora Gonnet. AFJU hace una propuesta integral a 
toda la escala salarial del Poder Judicial, asignando distintos porcentajes. La Suprema Corte de Justicia la 
toma parcialmente para los tres cargos inferiores: el más bajo, Auxiliar II, con un 11% de incremento; el 
Administrativo IV y el Obrero, un 8%, y el Administrativo II y el Auxiliar L, un 7%. Ese es el incremento 
que la Suprema Corte de Justicia toma de la escala porcentual propuesta por la Asociación de Funcionarios. 


SEÑOR GAMOU.-- Solicitaría que me informaran cuáles son los sueldos correspondientes a esos tres 
escalafones inferiores a los que se les aplicaría esa alícuota. 


SEÑORA GONNET.- Con la escala reestructurada en 2009, el sueldo del Auxiliar II termina siendo de 
$ 10.865; el del Grado 7, que equivale al grado de ingreso del escalafón administrativo, termina con un 
sueldo de $ 11.681, y el Administrativo II con $ 12.499. Así era antes de la propuesta. Se hicieron los 
cálculos de tal manera que la diferencia entre el Administrativo MI y el cargo superior, el 
Administrativo Il, que tiene un sueldo de $ 14.000, sea de $ 1.600, porque si se da un incremento mayor 
en estos grados, se termina achatando la escala y no vale la pena el ascenso. 


SEÑOR GAMOU.- Entonces, los aumentos que establece el artículo 17 corresponderían al 11% sobre 
$ 10.865, y así sucesivamente. 


SEÑORA GONNET.- Sí. 


SEÑOR MÉNDEZ ARECO.- El artículo 18 procura incorporar, en la medida de lo posible, un 
sociólogo a la División Recursos Humanos. Es obvio que por la temática que tiene la División la tarea 
de un sociólogo sería importante para el mejor cumplimiento de sus fines; no persigue otra finalidad. 


Los artículos siguientes pretenden consagrar la creación de distintas oficinas judiciales, como señaló el señor 
Presidente en su exposición inicial. 


Quisiera hacer una aclaración. Invariablemente, en todas las instancias presupuestales, cuando ha pedido la 
creación de un Tribunal de Apelaciones en materia Laboral, -por ejemplo, en el artículo 19-, la Suprema 
Corte de Justicia siempre ha solicitado también la creación del equipo correspondiente a la oficina, es decir, 
los demás cargos técnicos -si fuere del caso- y los cargos administrativos. Nunca pidió la creación de tres 
Ministros del Tribunal de Apelaciones o de un Juez Letrado sin pedir la oficina. Es una práctica constante de 
la Suprema Corte de Justicia. 


No obstante, puede haber alguna confusión, porque, a su vez, cuando hay una necesidad de servicio 
importante, la Suprema Corte de Justicia tiene la posibilidad legal de transformar un cargo. En algunos casos 
ha creado algún Juez Letrado en el interior, y como lo crea por transformación de un cargo equis del 
escalafón de magistrados o del escalafón técnico, la dotación no está. Entonces, va solo el Juez y, de pronto, 
un funcionario administrativo para hacer las veces de receptor de ese Juez o para suplir al que la oficina toma 
para esa tarea. Ese es el caso cuando -reitero- la Suprema Corte de Justicia, en ejercicio de sus potestades, 
transforma cargos y crea un cargo de Juez. Cuando lo pide en la ley, invariablemente solicita el cargo de Juez, 
el cargo de Actuario, los cargos administrativos y el cargo de Auxiliar que hace la tarea de conserjería de 


otros organismos públicos. Hago esta aclaración porque a veces pueden aparecer confusiones en cuanto a 
cómo se crean las oficinas judiciales. 


En el artículo 21 se solicita la creación del Tribunal Laboral y la correspondiente dotación; en el artículo 22, 
la creación del Tribunal de Apelación en materia Penal y su correspondiente dotación. 


En el artículo 23 se solicita la creación de un cargo de Juez Letrado para el interior con destino a la creación 
de un Juzgado Penal en la ciudad de Maldonado. En esta ciudad los Juzgados Penales están muy por encima 
de la pauta que indica la necesidad de otro Turno. Ustedes saben que es un departamento muy complejo, y 
sobre todo en algunas épocas del año se requiere aumentar el número de Jueces Penales. 


El artículo 24 reproduce exactamente lo mismo en cuanto a la dotación. 


El artículo 25 procura la creación de dos nuevos Juzgados en materia de Familia especializados en Violencia 
Doméstica, para la ciudad de Montevideo, y el artículo 26 solicita la dotación correspondiente. 


El artículo 27 solicita la creación de tres Juzgados Penales especializados en Crimen Organizado, y el artículo 
siguiente solicita la dotación correspondiente. 


El artículo 29 establece la creación de Juzgados Letrados de Instancia Única para pequeñas causas en materia 
Laboral, procurando atender más prontamente sobre todo aquellas causas de menor cuantía, ya que el 
trabajador que acude es el más necesitado, justamente, por su nivel salarial. 


El artículo 30 también prevé la estructura necesaria para soportar esos cargos. 


El artículo 31 está vinculado a la creación de los Centros de Mediación que señalábamos antes. En la medida 
en que esa estructura vaya creciendo, va a requerir lo que hoy no tiene, una cabeza que la dirija, que lo 
coordine; es el Departamento que el artículo 31 pretende crear, al crear el cargo de Director. 


El artículo 32 tiene la explicación en una necesidad que nos plantean los propios técnicos del laboratorio. El 
Laboratorio de Química y Toxicología del Poder Judicial tiene una doble función muy importante. Por un 
lado -por decirlo en términos sencillos-, atiende los casos de drogas y, por otro, está el laboratorio 
tanatológico, que estudia las muestras que los forenses toman de los distintos cuerpos. Según nos explican los 
químicos del laboratorio, al estar en el mismo ambiente, la droga termina contaminando las muestras que 
analiza el laboratorio tanatológico. Esto implica el esfuerzo de realizar dos o tres veces el mismo estudio para 
descartar si la muestra contiene droga o es una contaminación por el ambiente, y por lo tanto, la necesidad de 
separar los dos laboratorios. Tiene un costo que se pretende absorber con la asignación de los recursos 
correspondientes. 


El artículo 33, que no tiene costo, procura presupuestar funcionarios arquitectos de la División Arquitectura. 
Estos funcionarios tienen contratos permanentes, no a partir de economías. A esta altura, ellos están más que 
incorporados a la organización y simplemente se procura darles la estabilidad del presupuesto, aun cuando ya 
la tienen como contratados. 


El artículo 34 se explica por sí mismo. En esa estructura de la División Arquitectura y de acuerdo con los 
proyectos que tienen, están carentes de ayudantes de arquitecto, y se solicita la creación de esos cargos. 


El artículo 35 cubre una necesidad muy importante para la Suprema Corte de Justicia; el señor Presidente lo 
va a explicar mejor que yo. 


SEÑOR RUIBAL.- Este tema tiene que ver con dos técnicos profesionales que tenemos en la Suprema 
Corte de Justicia, que ya tienen más de setenta años de edad y están trabajando con sucesivas 
prórrogas. Se debe a que no tenemos organizada una Sección de Libertades y ellos se ocupan de 
llevarla adelante a pulmón desde hace muchos años. Uno es abogado, con mucha experiencia en 
materia penal, y el otro no, pero tiene mucha experiencia en la Sección Libertades. De modo que la 
Suprema Corte de Justicia me ha encargado a mí personalmente que organice una sección libertades 
cuando estos funcionarios ya no puedan recibir más prórrogas, a fin de que en temas tan importantes 
como, por ejemplo, las libertades anticipadas, las libertades condicionales y, sobre todo, la visita anual 
de cárceles, no nos quedemos sin nadie para organizarlas. Para ello ya están trabajando en ese tema 


una abogada y una futura abogada, para que se vayan interiorizando. Necesitamos ahora el estatuto 
presupuestal. 


SEÑOR MÉNDEZ ARECO.- El artículo 36 procura establecer una defensoría pública en materia de 
derecho administrativo y de seguridad social. Este es un ámbito en donde los ciudadanos encuentran 
cierta dificultad porque, si bien existe una defensoría o al menos un técnico que actúa como defensor 
de oficio en el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, este asiste a los ciudadanos en las causas que 
ingresan a dicho Tribunal. No existe luego, en el ámbito de la defensa pública y para las etapas previas 
a la anulación ante el Tribunal, una defensa pública que pueda asistir a aquellos ciudadanos que deban 
agotar la vía administrativa previa al ingreso al Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Así es que 
se procura atender esa carencia. 


En el capítulo siguiente, que refiere a gastos de funcionamiento e inversiones, el artículo 37 procura los 
recursos para la instalación de un equipo de aire acondicionado en el Palacio de Tribunales, ex edificio de 
ONDA y la ampliación de la carga de energía eléctrica por un monto de $ 2:200.000. Cuando se acude a UTE 
para ver la carga que necesita este edificio, el Ente informa al Poder Judicial que se deberá instalar una 
subestación a costo del Poder Judicial. En consecuencia, se piden los recursos necesarios para hacerlo. Esta 
es una cuestión que nos viene impuesta por la propia UTE porque cuando pedimos la carga, no está en 
condiciones de darla si no se establece la subestación correspondiente. Aquí debo hacer una aclaración. La 
Suprema Corte de Justicia solicita este recurso pero paralelamente lo está negociando con el Ministerio de 
Economía y Finanzas. Existe la posibilidad de que el Ministerio nos otorgue estos recursos por la vía de 
refuerzos. Pero aún no están otorgados y la Suprema Corte de Justicia debe plantear esta necesidad al 
Parlamento, porque es la única instancia que tiene para el caso en que los refuerzos no sean otorgados. 


El artículo 38 tiene que ver con el proyecto de fortalecimiento del Poder Judicial. No le suma al país mayor 
gasto ni endeudamiento. Simplemente, se trata de que aquellas partidas que el proyecto no ha podido ejecutar 
por causas que son ajenas al PROFOSJU las pueda utilizar en los años subsiguientes. Pero si esto no se 
habilita legalmente, luego puede ocurrir que no se otorguen las partidas, aun cuando el préstamo está 
concedido desde hace años. Esto significa lo que el país ya ha asumido en el pasado y no otra cosa. En 
definitiva, la intención es que no naufrague este proyecto tan importante, que es el que hará al sistema de 
gestión, por el hecho de no poder utilizar los recursos, debido a un impedimento meramente legal, que en este 
caso no lo es por la existencia del dinero. 


El artículo 39 está vinculado a la consagración de la creación de los Juzgados de Crimen Organizado y lo que 
establece es precisamente los dineros necesarios para la instalación de estos equipos con sede en Montevideo. 


El artículo 40 es igual al anterior, pero con relación a los Centros de Mediación. Por un lado, establecemos 
los Centros pero, por otro, hay que darles un equipamiento mínimo. 


El artículo 41 tiene que ver con la morgue judicial de Montevideo, que sé es un tema muy sensible a todos. 
La morgue nos ha dado muchos problemas desde el punto de vista de su ubicación en la ciudad. 
Prácticamente, ha quedado en el centro de la ciudad y tenemos allí una doble vertiente de problemas. Uno es 
hacer las inversiones necesarias para que funcione adecuadamente, pero sabiendo que hay que trasladarla. 
Entonces, tampoco podemos hacer inversiones demasiado de fondo, porque sería de mala administración si 
se está pensando que la morgue debe ser cambiada de lugar. Ahora, el cambio de lugar de la morgue no puede 
ser abordado en esta instancia presupuestal porque el costo es muy importante. En consecuencia, ¿qué 
procura esta disposición? Hacer aquellas inversiones mínimas que se están llevando a cabo con créditos del 
Poder Judicial pero que son insuficientes para mantener en adecuado y decoroso funcionamiento a la morgue 
actual. Y, en la certeza de la consagración de esta norma, abocarnos a la búsqueda de un local alejado de la 
zona más poblada de la ciudad, que permita encarar un proyecto de futuro que se consagrará seguramente en 
el próximo presupuesto, con el complemento necesario para su definitiva instalación. Esto nos permitiría 
iniciar la mudanza de la morgue y completarla con su equipamiento y demás, seguramente, en la próxima 
administración. 


El artículo 42 -lo señalaba el señor Presidente de la Suprema Corte de Justicia- tiene que ver con la 
realización de la Cumbre Judicial Iberoamericana en Montevideo en 2010, compromiso que los señores 
legisladores tienen claro que no solo lo asume el Poder Judicial sino también el país como tal. La Suprema 
Corte de Justicia estimó $ 3:300.000 como minimo necesario para llevar adelante esa Cumbre, que es lo que 


prevé este artículo 42. Este es el único artículo que recoge el mensaje del Poder Ejecutivo pero lo recorta 
porque establece $ 2:155.000. Por eso, el señor Presidente hacía hincapié en que el monto mínimo estimado 
por la Suprema Corte de Justicia para atender este requerimiento es el que se solicita en el mensaje, de 

$ 3:300.000. 


El artículo 43 tiene que ver con los locales de los Juzgados de Crimen Organizado. Cuando aparece la 
necesidad, empezamos con la creación de los cargos, con el equipamiento y luego con la sede física donde 
van a funcionar. 


El artículo 44 tiene la misma explicación. Creamos los Juzgados de Instancia Única en materia laboral; ya 
hablamos de los cargos técnicos y no técnicos y también de la sede física. 


El artículo 45 también viene de instancias presupuestales anteriores y tiene que ver con la necesidad de 
atender los requerimientos de la asistencia letrada prevista en el artículo 113 del Código de Procedimiento 
Penal en las localidades del interior que por sus dimensiones -generalmente, son localidades muy chicas- 
tienen un Juez de Paz pero, a veces, no hay ni siquiera abogados residentes. Entonces, es muy difícil que la 
defensa pública se pueda atender desde la ciudad capital o desde la ciudad más cercana donde esté ubicada la 
sede del Juzgado Letrado aunque no sea capital. Esto a veces se hace y me consta que los defensores asisten 
y hacen itinerancia pero no siempre podemos dar cabal cumplimiento a esta disposición del Código. Lo que 
se procura con esto es disponer de una partida que permita en su caso pagar los honorarios de un abogado 
cuando la defensa pública no pueda concurrir y asistir al ciudadano. 


El artículo 46 refiere a lo que hoy manejábamos con la señora Diputada Peña Hernández. Se trata de la doble 
vertiente de tener, por un lado, funcionarios y, por otro, una partida que nos permita asumir aquellas 
traducciones excepcionales por su costo o por el idioma en el cual se requiere. 


El artículo 47 plantea -esto también se ha venido reiterando en distintas instancias- la derogación del 
artículo 257 de la Ley N* 13.640 que es una carga similar a la que tiene el Poder Judicial con relación al 
Registro de Estado Civil, aunque esta lo es en cuanto a los Registros Públicos. Cuando el funcionario 
encargado de los Registros Públicos en el departamento, dependiente por ende del Ministerio de Educación y 
Cultura, está ausente por la razón que fuere -licencia reglamentaria o por enfermedad-, debe subrogarlo el 
actuario. En algunos casos, esta tarea se vuelve bastante difícil en ciudades que tienen todavía Juzgado 
Letrados únicos o casi únicos -si bien ahora van quedando pocas- porque generalmente el momento de 
licencia del Registro coincide con el momento de licencia y de feria del Poder Judicial. Entonces, tenemos 
una dotación menguada de nuestra sede letrada, y el Actuario, que generalmente permanece cuando se 
concede licencia a los demás, debe encargarse del Registro. Con esto se procura al menos aliviar al Poder 
Judicial del peso de atender también los Registros Públicos, ya que siempre nos va quedando pendiente - 
porque no se ha podido; me consta que es así y no porque no haya voluntad- eliminar la función del registro 
civil, que nos distrae funcionarios y recursos económicos al punto de que en algunas ciudades como, por 
ejemplo, en Rivera tenemos arrendado un local exclusivamente con destino al Registro de Estado Civil y 
hemos designado una dotación de funcionarios para atenderlo. Estoy explicando el artículo siguiente, que es 
el 48. Estas son dos tareas totalmente ajenas al Poder Judicial, que este cumple pero de las que procuramos 
en algún momento desembarazarnos para volcar todos nuestros recursos a la función jurisdiccional. 


El artículo 49 procura decir que sí a todas aquellas solicitudes de pase en comisión. Naturalmente, para las 
solicitudes de pase en comisión para ocupar cargos de particular confianza la ley impone que los funcionarios 
reservarán su cargo en el Poder Judicial. Se procura poder decir que sí a los pases en comisión y que pueda 
suplirse el cargo que ocupaba quien deja el Poder Judicial para desempeñar un cargo de particular confianza, 
teniendo los créditos suficientes para efectuar la contratación del caso, la que podría hacerse a término hasta 
el regreso del titular del cargo. 


Hace unos momentos hablábamos de la tasa judicial para mantener el nivel de 6% que históricamente esta 
significaba y que hoy está aproximadamente en un 2% o 2,5%. El artículo 50 pretende gravar algún acto más, 
como la presentación de escritos de oposición de excepciones y reinscripción de embargos, lo que permitiría 
recaudar un poco más por concepto de tasa judicial. Esta sería otra vía de aproximarse al nivel de retribución 
que tenían los funcionarios. 


No sé si el señor Presidente de la Suprema Corte de Justicia desea hacer uso de la palabra, tratándose de 
normas procesales, para explicar los dos últimos artículos del proyecto remitido. 


SEÑOR RUIBAL.- Estos últimos dos artículos constituyen una adecuación a temas procesales. El 
primero refiere a los plazos para dictar sentencia; se adecuan los del Código del Proceso Penal a lo 
dispuesto por el Código General del Proceso. Es decir que estamos generalizando las consecuencias de 
la inobservancia de los plazos establecidos en el artículo 90. 


El segundo contiene una especialización en la forma de notificación de actuaciones en la oficina; regula 
cómo se van a hacer, el mecanismo para hacerlas y la constancia de haber hecho la notificación, ya sea que el 
notificado firme o no la actuación respectiva. 


SEÑOR MÉNDEZ ARECO.- Voy a proporcionar a la Comisión y a las bancadas aquí representadas, 
un ejemplar de la memoria sobre el cumplimiento de los compromisos de gestión firmados por el Poder 
Judicial en el marco del Presupuesto quinquenal 2005-2009. Probablemente esta memoria les ayude a 
esclarecer algún tema que no hayamos expresado muy bien. 


SEÑOR GANDINL.- Pido disculpas por haber salido algunos momentos; está reunida la bancada del 
sector y tenía que informar sobre estos temas. 


Quiero formular una pregunta sobre el artículo 41. Aquí se pide una partida para la morgue judicial. En las 
últimas semanas hemos estado siguiendo a través de la prensa la situación del actual edificio, del 
equipamiento técnico, etcétera. Por otra parte, hemos recibido quejas de los vecinos de la zona, quienes están 
preocupados por el tema. Somos Diputados por este departamento y nos preocupa mucho esa situación, 
aunque sabemos que no se puede resolver si no hay cómo hacerlo. Si esta partida de $ 14:000.000 no se 
aprueba, ¿en qué situación quedará la morgue y su entorno en los próximos años? 


SEÑOR MÉNDEZ ARECO.- La intervención del señor Diputado Gandini me permite volver sobre 
argumentos que manejé al explicar el porqué de ese artículo. Nosotros tenemos una disyuntiva. Para 
sanear definitivamente la situación hay que trasladar la morgue, la que ha quedado prácticamente en 
el centro de la ciudad. La morgue debe trasladarse a la periferia de la ciudad de Montevideo, a un 
lugar más abierto, tomando todas las precauciones por las emisiones que, si bien se pueden controlar, 
es preferible que no se produzcan en el centro de la ciudad. Esto implica una inversión muy importante 
que no podemos abordar en esta instancia de Rendición de Cuentas, por varias razones. En primer 
lugar porque sabemos que los recursos del Estado son finitos y, en segundo término, porque este 
traslado insumiría mucho tiempo. 


En razón de las necesidades y carencias que tiene la morgue, a partir de los créditos presupuestales del Poder 
Judicial, estamos atendiendo aquellas situaciones más importantes -que hoy se están haciendo-, como las 
extracciones forzadas y el mantenimiento de las cámaras a través de hidrolavado, que permite la limpieza a 
presión, teniendo en cuenta el problema de los roedores. Esto se hace para tratar de lograr las condiciones 
mínimas de higiene y salubridad para el barrio y para nuestros funcionarios. Esto lo hacemos a partir de los 
créditos presupuestales con que cuenta el Poder Judicial, que desviamos de otras necesidades para atender 
estas. 


La consagración de esta norma nos permitiría seguir trabajando en esas necesidades sin invertir demasiado. 
Sería de muy mal administrador hacer una inversión fuerte para un lugar que vamos a dejar. Entonces, esto 
nos permitiría hacer las inversiones mínimas para que la morgue funcione decorosamente y con el menor 
perjuicio para la zona y para nuestros funcionarios y tener la certeza de que contamos con una determinada 
cantidad de dinero para abocarnos a la búsqueda de un local, que seguramente compraríamos. Nos gustaría al 
menos concretar la compra para que en la próxima instancia presupuestal, que ya sería con la nueva 
Administración, se puedan conseguir recursos para instalar el equipamiento y terminar la obra. Sin duda, la 
obra nos insumirá mucho tiempo. De modo que si el Estado nos otorgase aproximadamente el millón de 
dólares que se requeriría para hacer la obra, haría un esfuerzo que no sería razonable porque la obra no se 
puede concretar en menos de dos o tres años. Nuestra idea es contar con parte del dinero para iniciar la obra y 
concluirla en la próxima Administración. No cabe duda de que la solución final es mudar la morgue de allí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del señor Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia y de los demás integrantes de la delegación. 


(Se retira de Sala la delegación de la Suprema Corte de Justicia) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Corte Electoral) 


La Comisión tiene el agrado de recibir al señor Presidente de la Corte Electoral, doctor Carlos 
Urruty, al señor Vicepresidente, doctor Duilio Albertoni, al señor Ministro doctor Alberto Maschwitz, 
al señor Ministro profesor Rodolfo González Rissotto, al señor Ministro doctor Washington Salvo, a la 
contadora Beatriz Barbato y a los contadores Marcelo Rubio y Daniel Pereyra. 


Tenemos para considerar el Inciso 18, "Corte Electoral". Recibimos vuestro Mensaje que consiste de cinco 
artículos y, a su vez, tenemos el artículo 362 del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR URRUTY.- La Corte Electoral agradece a las Comisiones integradas la oportunidad de 
explicar los motivos que inspiran estos pocos artículos que hemos incluido y, sobre todo -algo que debe 
haber llamado la atención de la Comisión- el hecho de que el Poder Ejecutivo haya proyectado un 
artículo que no encuentra correspondencia en el articulado propuesto por nuestro organismo. 


La explicación de los pocos artículos estará a cargo del señor Presidente de la Comisión de Presupuesto de la 
Corte Electoral, Ministro Maschwitz. Yo me voy a referir a dos temas que creo son de importancia. 


En primer lugar, quiero explicar el motivo por el que aparece un artículo que proyecta el Poder Ejecutivo 
que, como dije, no encuentra correspondencia en el articulado remitido por la Corte Electoral. Esto tiene que 
ver con la informatización del Registro Cívico Nacional. Nuestro organismo consideró que esta tarea era una 
de las más importantes para abordar y, para que los señores Diputados adquieran conciencia de la 
transcendencia de esa labor, debo mencionarles lo siguiente. Desde hace muchos años, me ha tocado actuar 
como observador internacional en elecciones en Latinoamérica, y encontré en algunos países y en varios 
casos -sobre todo cuando los resultados de las elecciones han sido estrechos- que el perdidoso, que no 
aceptaba el resultado de la elección, señalaba entre otras cosas como fraudes electorales el hecho de que el 
partido que había ganado se había dedicado a comprar credenciales a los que sabía que eran adherentes del 
partido perdidoso. Esta práctica -que no hace mucho tiempo la he visto reproducida en varios países de 
Latinoamérica que tuvieron resultados estrechos- es la consecuencia de que en toda América, salvo en 
Uruguay, para poder votar hay que presentar un documento de identidad electoral o el documento único de 
identificación que el país utiliza. 


El único país de América donde el elector puede concurrir a su circuito y votar sin necesidad de exhibir la 
Credencial Cívica es Uruguay, porque con gran sabiduría el legislador en 1924 estableció que las mesas 
receptoras de votos debían tener el duplicado de los cuatrocientos electores habilitados para votar en el 
circuito. Esto permite que el día de la elección las mesas electoras tengan el duplicado de los documentos 
electorales de los votantes del circuito es la existencia del Registro Electoral. 


La importancia que para la Corte tiene la informatización de este Registro deriva de diversas circunstancias. 
En primer lugar, su informatización posibilitaría contrastar informáticamente el Registro electoral con el 
padrón y detectar omisiones o errores que pudieran existir en este. Asimismo, se terminaría con la hipótesis 
que previó el legislador de que un votante del circuito figurara en el padrón sin tener su hoja electoral o 
viceversa. Su importancia también deriva de la circunstancia de que el Registro electoral es el único que no 
tiene duplicado departamental y, fundamentalmente, del hecho de que desde el año 1924 hasta ahora, y sobre 
todo en la reiteración de referendos que hubo en el Período de Gobierno anterior, se ha producido un 
considerable deterioro de las hojas electorales, sobre todo de las más antiguas. 


Todo esto provocó que la Corte Electoral remitiera un mensaje al Poder Ejecutivo pidiendo los fondos 
necesarios para informatizar el Registro electoral, pero fundamentalmente solicitando que junto con esos 
fondos se autorizara a remunerar el horario extraordinario que es necesario que cumplan los funcionarios 
para emprender esta tarea, ya que es absolutamente imposible que la informatización del Registro electoral se 
realice durante el horario de oficina, cuando allí se están cumpliendo los trabajos diarios de ubicar las hojas 
electorales correspondientes a los traslados, a las inscripciones nuevas y a las renovaciones. Es impensable 
hacer esta tarea si no es en horario extraordinario. Por ese motivo, en el mensaje que la Corte remitió al Poder 
Ejecutivo pidiendo los fondos para llevar a cabo esta tarea, al mismo tiempo solicitó que se resolviera sobre 
la realización de este horario extraordinario. 


Se hizo un plan piloto que nos permitió determinar con bastante precisión cuál era la suma de dinero 
necesaria para encarar esta tarea. Ese mensaje fue remitido al Poder Ejecutivo en setiembre del año pasado, 
pero la iniciativa de la Corte no fue contemplada. Recién en marzo de este año, en una reunión que 
mantuvieron con el Ministro Astori diversos Ministros de la Corte -en la que lamentablemente no pude estar 
presente porque en ese momento me estaban operando-, él se convenció de la importancia de la tarea. Sin 
embargo, el artículo que el Poder Ejecutivo remitió al Parlamento se encaminó en forma equivocada. Se 
asignaron fondos para equipamiento, que la Corte no necesita porque ya lo tiene. Lo que necesitamos para 
encarar esta tarea son fondos para pagar el horario extraordinario del personal que debe realizarla. Además, 
es imprescindible que, junto con los fondos, le sea otorgada la autorización para pagar ese horario 
extraordinario. 


De modo que el artículo proyectado por el Poder Ejecutivo, como está redactado y en la medida en que 
incrementa el Proyecto N* 717 "Informatización del Registro Cívico Nacional", para inversiones, que no 
permite pagar horas extra, a la Corte Electoral no le sirve de nada, porque reitero que ya tenemos el 
equipamiento necesario para emprender la tarea. 


Otro tema que me importa señalar es que, en caso de que el Parlamento -que oficia de árbitro- esté dispuesto 
a votar el artículo con la redacción que la Corte necesita para emprender la tarea, sería importante que la 
vigencia de esa autorización fuera inmediata, porque a partir de enero de 2009 ya no podemos pensar en otra 
tarea que no sea la preparación de las elecciones primarias y de las elecciones nacionales de octubre. 


Aclaro que es imposible informatizar todo el Registro electoral, pero de votarse esta suma de dinero y la 
autorización para pagar las horas extra se podría emprender la informatización de algunos departamentos, 
empezando por aquellos con menor cantidad de habilitados, como Flores. Sería algo muy importante que esta 
Corte podría dejar a la que la sustituya. Repito que este Registro electoral es un verdadero orgullo para la 
Corte Electoral y para el Uruguay todo ya que, como dije, es el único país donde el ciudadano puede votar 
aunque concurra a la mesa receptora sin llevar ningún documento. 


Otro tema de carácter general en el que necesito poner énfasis refiere a la carencia de funcionarios. He 
venido planteando este problema en las respectivas Comisiones por lo menos desde hace tres Gobiernos. En 
algún caso se me hizo el reproche de que el planteo era un poco tremendista, pero lo cierto es que se ha 
agudizado en términos verdaderamente preocupantes. Para que tengan una idea de su gravedad, tal como se 
establece en el Mensaje que acompaña el proyecto de Rendición de Cuentas de la Corte Electoral, cuando 
salimos de la dictadura se contaba con 1.592 funcionarios. Actualmente, según cifras que me proporcionó en 
el día de ayer la Contaduría, el número se ha reducido a 975 funcionarios. Además, hay que tener en cuenta 
que el promedio de edad de los funcionarios de la Corte Electoral es bastante elevado y es probable que un 
buen porcentaje de ellos se acoja a la jubilación antes de las elecciones primarias de junio o de las elecciones 
nacionales de octubre. Normalmente, los funcionarios que se van son los que tienen mayor experiencia y, por 
lo tanto, su ausencia es la que mayor daño nos ocasiona. Esta es la razón por la cual en el artículo 4” del 
proyecto de la Corte se solicita autorización para contratar a término hasta sesenta funcionarios, que cesarían 
después de que realizadas las proclamaciones de Intendentes y Juntas Departamentales en 2010. Estos 
funcionarios son imprescindibles, sobre todo en oficinas del interior de la República donde el personal ha 
quedado reducido de tal manera que va a ser muy difícil emprender el trabajo preparatorio de los actos 
electorales, y en especial cumplir el día de las elecciones con todas las tareas que una oficina electoral 
departamental debe llevar a cabo para que la elección se realice normalmente. 


El problema es todavía más preocupante, porque creo que ya se ha considerado en alguna de las Cámaras un 
proyecto de financiamiento de los partidos políticos que encomienda a la Corte Electoral parte del contralor 
de esta tarea, con lo cual se le estarían agregando obligaciones para cuyo cumplimiento no cuenta con una 
infraestructura adecuada y, además, tendría que encararla con un personal cada vez más reducido. 


Asimismo, hay otro proyecto con media sanción que permite la emisión del voto observado por parte de los 
discapacitados. Sé que este tema no corresponde a esta Comisión, pero no puedo dejar de señalar que 
tuvimos que proponer la modificación de ciento cuatro artículos de la Ley de Elecciones -muy contra nuestra 
voluntad, porque dicha ley no necesitaba retoques- dado que la reforma constitucional de 1996 estableció una 
segunda vuelta, que debe realizarse veintiocho días después de la primera. Cuando no existía la segunda 
vuelta, los escrutinios demoraban por lo menos un mes sobre todo por la cantidad de votos observados que 
había que procesar, pero no había ningún problema. Actualmente, si la Corte tiene que realizar una segunda 


elección en veintiocho días, el escrutinio de la primera vuelta no puede demorar más de una semana, porque 
hay que proclamar Senadores, Diputados y a los dos candidatos que disputarán la Presidencia en la segunda 
vuelta. 


De modo que todo proyecto que aumente el número de votos observados conspira contra la posibilidad de 
terminar el escrutinio en un tiempo hábil. Me consta que este tema no es de resorte de esta Comisión, pero es 
de las tantas preocupaciones que nos genera la reducción de personal. 


En términos generales, sentía la obligación de trasmitir estas preocupaciones. El Ministro Maschwitz se va a 
referir al articulado propuesto por la Corte Electoral. Ya he proporcionado las razones del artículo 4*, por el 
que pedimos autorización para contratar a término al personal que nos permita atender las elecciones. 


SEÑORA CHARLONE.- Quiero consultar acerca del artículo 362 del Mensaje del Poder Ejecutivo 
relativo a la Corte Electoral, porque no dice específicamente que la asignación para el Proyecto N* 717, 
"Informatización del Registro Cívico Nacional", sea para inversiones. Mi duda es si en este proyecto la 
partida correspondiente debe ser aplicada necesariamente a equipamiento o también comprende la 
contratación de personal o el pago de horas extra para llevar a cabo la informatización. 


En definitiva, quiero saber si esta partida necesariamente debe emplearse para equipamiento o la Corte 
Electoral la puede asignar -si estuviera dentro de las definiciones del Proyecto N* 717- al pago de 
retribuciones inherentes a la informatización. 


SEÑOR URRUTY.- Es muy oportuna la pregunta. 


Lamentablemente, por lo que nos informan nuestros contadores aquí presentes, al destinarse la partida al 
Proyecto N* 717 se impide a la Corte pagar horas extra con ese dinero. 


En anteriores Rendiciones de Cuentas, la Corte ha pedido, con carácter general, una autorización para pagar 
horas extra al personal cuando el Poder Ejecutivo nos proporcionó los fondos o el propio Parlamento los 
votó. De nada nos sirve tener los fondos si no contamos con la paralela autorización para pagar las horas 
extra. El señor Ministro Astori entendió perfectamente este tema, y ese fue el motivo que originó este 
artículo. Él entendió la importancia que tiene la tarea de informatización del Registro Cívico Nacional. 
Lamentablemente, la forma en que se plasmó impide siquiera la iniciación de la tarea. 


Si el Poder Ejecutivo está dispuesto a votar el dinero necesario, bastaría con que el Parlamento eliminara la 
obligación de destinar esta partida al Proyecto N* 717 y autorizara a la Corte a pagar las horas extra 
necesarias para llevar a cabo la tarea. 


SEÑOR GANDINI.- Quiero saber si la Corte tiene un sustitutivo al artículo 362, que resuelva estos 
problemas, o nos deja a nosotros esa tarea. Pregunto esto porque a veces cuando nos ponemos a legislar 
inadvertidamente quizás no cumplimos con el objetivo específico. 


Si la Corte tuviera una formulación sustitutiva, sería bueno que quedara en poder de la Comisión para luego 
considerarla. 


SEÑOR URRUTY.- La Corte no solo tiene una redacción sustitutiva sino que en el proyecto que 
remitió al Poder Ejecutivo en setiembre del año pasado está redactado el artículo único que 
contemplaba la necesidad de llevar a cabo esta tarea. De manera que bastaría con proporcionar a la 
Comisión el mensaje que se remitió al Poder Ejecutivo, porque ahí figura el artículo tal como lo 
necesita la Corte para emprender la tarea. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión ruega que se le haga llegar esa redacción. 
SEÑOR SALVO.- El problema es el monto, porque en el Proyecto a que se refiere al señor Presidente 


de la Corte Electoral la suma cuadriplica la que hoy figura en el Mensaje enviado por el Poder 
Ejecutivo. Es decir que, independientemente de la solución, que pasaría por la traspolación del artículo 


a la norma a incluir en la Rendición de Cuentas, existe una diferencia dineraria de consideración, por 
cuanto con este monto solo estaríamos en condiciones de abordar la cuarta parte de la tarea. 


Por lo tanto, habría que preguntarse si sería conveniente abordar la tarea con esas limitaciones. 


SEÑOR URRUTY.- Cuando la Corte planteó este tema al Poder Ejecutivo tenía la intención de llevar a 
cabo la tarea completa, es decir informatizar todo el Registro Cívico Nacional, pero estamos hablando 
de setiembre del año pasado. En este momento se podría comenzar la tarea en algunos departamentos, 
pero necesariamente deberá suspenderse cuando la Corte se aboque de lleno a la preparación de los 
actos eleccionarios. Aunque el monto que la Corte Electoral solicita en el mensaje que remitió al Poder 
Ejecutivo en el mes de setiembre sea diferente, podríamos aprovechar los $ 5:000.000 para iniciar la 
tarea. Creo que esa es la cifra que el Poder Ejecutivo está dispuesto a entregar a la Corte Electoral, y 
por lo menos podríamos llevar a cabo la cuarta parte del trabajo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esperamos ese documento, que será distribuido entre los integrantes de la 
Comisión. 


Corresponde comenzar a considerar el articulado formulado por la Corte Electoral. 


SEÑOR MASCHWITZ.- Antes que nada debo expresar que la extrema brevedad del presente proyecto 
está motivada por la deliberada intención de la Corte Electoral de centralizarse en cinco artículos 
fundamentales, sobre todo teniendo en cuenta el proceso que tendremos el año próximo con los 
distintos actos electorales y el cierre del plazo para la inscripción cívica. Por ese motivo hemos omitido 
otros artículos que en anteriores oportunidades hemos enviado al Parlamento. 


El artículo 1* faculta a la Corte Electoral a destinar hasta un 50% de los llamados "proventos" para el pago de 
un incentivo, fundamentalmente para los funcionarios que trabajan en las oficinas inscriptoras de todo el país. 
Hay que tener en cuenta que la función que cumplen estas personas se ve aumentada enormemente en los 
últimos meses del período inscripcional, que culmina en abril del año próximo. Además, esa tarea no es bien 
acogida por los funcionarios, porque hay que tratar directamente con el público y realizar las inscripciones en 
tiempos escasos, con un gran aumento en la concurrencia de los futuros ciudadanos. Por ese motivo, la Corte 
Electoral entendió necesario incentivar a estos funcionarios, mediante una reglamentación que se hará en 
caso de que este artículo se apruebe. Ese incentivo sería para los funcionarios de esas oficinas que están 
directamente abocados a la tarea de inscripción cívica. Hacemos hincapié en este artículo que ya enviamos el 
año pasado porque lo consideramos de vital importancia, por las razones que he anotado. 


SEÑORA CHARLONE.- En este artículo se está reasignando recursos extrapresupuestales de libre 
disponibilidad. Quisiera saber a qué se asignaban anteriormente o cuál es la norma legal que obliga a 
una asignación determinada. Tal como está planteado el artículo, si ustedes disponen de los fondos 
presupuestales, esto no implicaría un aumento de costos sino una distribución diferente. Quisiera 
verificarlo y saber a qué lo aplican al día de hoy. 


SEÑOR MASCHWITZ.- Precisamente, al final de este artículo se establece que no tiene costo. 
En la actualidad, los recursos extrapresupuestales los podemos destinar solamente a gastos e inversiones. Está 


prohibido cualquier otro tipo de destino, como la remuneración a los funcionarios. Por ese motivo es que 
precisamos la facultad legal para disponer de hasta un 50% para ese fin. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- ¿Podrían decirnos aproximadamente cuál es el monto total que se 
recauda? 


SEÑOR MASCHWITZ.- Los contadores nos pueden ilustrar al respecto. 


SEÑOR RUBIO.- La recaudación anual es de aproximadamente $ 1:800.000. En el fundamento de la 
propuesta figura el artículo legal que rige hoy en día esta disposición. 


SEÑOR SALVO.- Hemos escuchado una referencia al monto global, pero creo que también podría 
ilustrar a esta Comisión el cálculo que deviene de una estimación individual pormenorizada. Sobre una 
estimación de tres mil operaciones mensuales, incluyendo inscripciones y renovaciones, con y sin 
traslado, y traslados interdepartamentales y departamentales, cada funcionario, por ejemplo de la O. 
D. de Montevideo, afectado a la tarea inscripcional, que son treinta aproximadamente, recibiría $ 700, 
incluyendo aportes, lo que significaría un líquido aproximado de $ 450. Con esto estoy graficando que 
el beneficio que esta norma otorgaría a los funcionarios electorales afectados principalmente a la tarea 
inscripcional es de escaso monto. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Hacíamos la consulta teniendo en cuenta el artículo que viene del 
Poder Ejecutivo, porque esta cifra se le podría sumar. 


SEÑOR MASCHWITZ.- El artículo 2” prevé un leve incremento en la prima por asiduidad que 
perciben los funcionarios del organismo que, en el caso de aquellos que no tienen ninguna inasistencia, 
asciende a un total de $ 3.000 líquidos aproximadamente por trimestre. De acuerdo con este artículo 
proyectado se incrementaría en $ 1.200 por trimestre para cada funcionario. Este artículo es de 
fundamental importancia, sobre todo teniendo en cuenta el ausentismo laboral fundado en razones de 
enfermedad o de escasos recursos. Inclusive, hay funcionarios que no pueden trasladarse a cumplir con 
sus funciones, sobre todo los últimos días del mes. Mediante este incremento de la prima por asiduidad 
estamos tratando de incentivar la concurrencia al organismo. El costo está establecido en el artículo. 


El artículo 3” proyecta la creación de diez cargos de Auxiliares II de Oficinas Centrales. Los Auxiliares II son 
los peones que acarrean las urnas, que cumplen el trabajo pesado, que salen en las rutas cuando hay que 
distribuir el material electoral en las oficinas del país. Estamos solicitando la creación nada más que de diez 
cargos. No quisimos pedir demasiado porque somos conscientes de que no es fácil que en este momento se 
vote este tipo de iniciativas, pero es imprescindible para el funcionamiento del organismo. Reitero que el 
costo es mínimo y está establecido en el artículo. 


SEÑOR SALVO.- Nosotros no estuvimos de acuerdo con este artículo. Muchas veces la Corte Electoral 
no arriba a resoluciones por unanimidad, lo que felizmente hace al ejercicio democrático de su 
funcionamiento. No lo apoyamos porque consideramos que si en 2004 había noventa y dos Auxiliares, y 
con esa cantidad de funcionarios de ese rango se pudo hacer frente al cronograma electoral, no hay 
motivaciones que justifiquen la creación de estos cargos, máxime que por la vía de la reestructura 
podría concebirse la posibilidad de ingresos en ese escalafón. 


SEÑOR MASCHWITZ.- El artículo 4” -a que se ha referido extensamente el señor Presidente de la 
Corte Electoral-, como la mayoría de los cinco, tuvo su origen en las reuniones que mantuvo la 
Comisión de Presupuesto de la Corte Electoral con el gremio de funcionarios. Es más: salvo el 
artículo 3", al que recién hicimos referencia, todos los demás tuvieron origen en las negociaciones con el 
gremio. También es importante establecer que, como dijo el señor Ministro Salvo, de los cinco 
artículos, con excepción del tercero, fueron votados por la unanimidad de los integrantes de la Corte 
Electoral. 


Como ya ha dicho el señor Presidente de la Corte Electoral, el artículo 4” establece una necesidad mínima del 
organismo al día de hoy para las dos tareas a las que ya hice referencia: la inscripción cívica -que finaliza en 
abril del año que viene- y los actos electorales que tendremos que realizar a lo largo de 2009 y 2010. En un 
principio, el gremio había planteado un artículo muy similar a este pero circunscripto solamente a la 
inscripción cívica, con lo cual cumplirían funciones hasta abril o mayo del año que viene. La Corte Electoral 
entendió que si bien la inscripción cívica es fundamental y es la primera tarea ardua que tenemos por delante, 
no menos importante es la planificación y la celebración de los distintos actos electorales. Por eso ampliamos 
el plazo de esta contratación hasta julio de 2010 en que se realiza la elección departamental y finaliza el 
escrutinio de ese acto. También tuvimos una pequeña diferencia con el gremio en cuanto al sueldo, en cuanto 
al costo de este artículo, porque se pretendía que cobraran mucho menos que los funcionarios actuales. A la 
Corte Electoral no le pareció del caso establecer diferenciación entre funcionarios que cumplen idéntica 
tarea, es decir, pagar mucho más a unos que a otros. De todas maneras, es un grado inferior al último del 
escalafón, que en la actualidad es de Administrativo V, es decir que se crea el cargo de Administrativo VI. 


SEÑOR GANDINI.- Por el artículo 4” nos están solicitando la facultad para contratar personas por un 
plazo menor a dos años: desde la promulgación de esta ley hasta finales de julio de 2010. Por lo tanto, 
uno puede estimar que este es un gasto único, por una sola vez, diferido entre veinte y veinticuatro 
meses. ¿Cuál es el costo total de este artículo para este período? No lo pido como partida anual, porque 
la partida 2008 es menor y la partida 2010 también; solo hay una partida anual 2009. Me gustaría 
saber si hay un cálculo del costo de la totalidad del financiamiento de sesenta cargos por la cantidad de 
meses que se nos está solicitando, con cargas sociales incluidas. 


SEÑOR MASCHWITZ.- El costo total, si lo estimamos a lo largo de diecinueve meses de vigencia de 
estos contratos -si este proyecto de ley se aprobara rápidamente-, sería de $ 15:803.035. También es 
importante referir con respecto a este artículo que, en caso de ser aprobado, estas contrataciones y 
designaciones se harían por parte de la Corte Electoral, mediante una rigurosa prueba de ingreso 
eliminatoria -como hemos hecho en las pocas oportunidades en que hemos tenido la posibilidad de 
designar funcionarios- y contralor partidario estricto por tercios; por eso el número es sesenta: veinte 
funcionarios por partido. 


SEÑOR POSADA.- Simplemente quiero agregar que, debido a los resultados de las últimas encuestas, 
lo de los tercios hace bastante tiempo que no corre. 


SEÑOR MASCHWITZ.- El artículo 5” es una reiteración de un artículo que remitimos el año pasado y 
creo que también en el anterior. Por un artículo de la Ley N” 17.296, de febrero de 2001, se facultó a la 
Corte Electoral a distribuir entre sus funcionarios lo que se produjera como crédito por la no provisión 
de vacantes. Es decir que si hay cien vacantes y no se proveen, ese crédito se debe distribuir una vez al 
año entre sus funcionarios. Luego, por una norma posterior, la Ley_N” 17.556, se congeló ese monto por 
la no provisión de vacantes al Ejercicio 2001. Evidentemente, en el Ejercicio 2001 el éxodo de 
funcionarios por jubilaciones, etcétera, fue muy poco y, por lo tanto, el crédito muy exiguo. Si bien hoy 
tenemos mayor cantidad de vacantes, no podemos distribuirlas entre los funcionarios. Esta es otra 
aspiración del gremio y creemos que es justo -como dice el fundamento- que si menos funcionarios 
están realizando la misma o mayor tarea que hace unos años, se les retribuya con ese sobrante del 
crédito presupuestal. Aclaro que este artículo tampoco tiene costo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos culminado con el análisis de los cinco artículos correspondientes al 
Inciso 18 "Corte Electoral". 


Agradecemos la presencia de nuestros invitados. 
Se levanta la sesión. 


(Es la hora 12 y 23) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


